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			INTRODUCCIÓN


			Historiar una institución tan compleja y multidisciplinar como la policía española no es tarea fácil, y mucho menos si por lógicas exigencias de espacio no se puede hacer alusión, siquiera somera, a todos los hechos, unos memorables y otros dramáticos, que han ido conformando su devenir histórico.

			La historia que planteamos es, sobre todo, la de las circunstancias que fueron moldeando, en cada periodo histórico, su estructura orgánica, con el fin de adaptarse a los nuevos retos planteados por la delincuencia en todas sus facetas y formas y a las exigencias requeridas por la sociedad en cada circunstancia concreta.

			Sin embargo, también es la historia, tantas veces anónima, de los hombres y mujeres que han prestado valiosísimos servicios a España y a los españoles, algunos de los cuales, en el fiel cumplimiento de su deber, dejaron la vida en el empeño.

			En un puñado de folios nos vamos a adentrar en el conocimiento de esta historia, que cuenta un poco de la normativa legal por la que se ha regido nuestra Policía y mucho más de los que formaron en sus filas a lo largo de sus casi doscientos años de existencia.

			La policía es una institución próxima al ciudadano que, sin embargo, resulta en muchos casos una gran desconocida más allá de lo que en cada momento palpamos, cada vez que acudimos a una comisaría, a una oficina del documento nacional de identidad o, simplemente, por la relación personal que podamos mantener con alguno de sus componentes.

			La policía española ha estado siempre a nuestro lado cada vez que la hemos necesitado y hemos demandado su presencia como garante de nuestros derechos y libertades. Ha acudido en nuestro auxilio cuando nuestra integridad o la de nuestros bienes estaban en peligro; al igual que lo ha estado cuando una situación de grave crisis, fuese cual fuese su origen, amenazaba la seguridad nacional.

			Allá donde busquemos, en catástrofes naturales, epidemias, atentados terroristas, siempre, en cada momento histórico hemos tenido cerca de nosotros la mano amiga de un policía.

			Sin embargo, es muy poco lo que sabemos de su historia, de su gestación y de su evolución al ritmo marcado por el devenir de los tiempos.

			Es posible que haya habido una serie de circunstancias endógenas que nos han alejado de este conocimiento. Una de ellas, tal vez uno de los peores males de nuestra policía, haya sido que, a lo largo de su historia, estuvo sometida a innumerables cambios en su denominación y en su imagen.

			Sin remontarnos demasiado lejos nos encontramos con cuerpos como el de Orden Público, el de Vigilancia, el de Seguridad, la Policía Armada, el Cuerpo General de Policía, la Policía Nacional, el Cuerpo Superior de Policía, hasta desembocar, en 1986, en el actual Cuerpo Nacional de Policía. Durante estos años, sus integrantes vistieron de negro, de azul tina, de gris, de marrón, hasta el azul policía de la actualidad.

			Cambios de denominaciones, de color de sus uniformes, de su emblemática corporativa que, sin embargo, no han modificado ni su esencia ni la razón de ser para los que fueron creados esos cuerpos, haciéndose cada uno de ellos heredero del historial del que le precedió.

			Sin embargo, este largo paseo por casi dos siglos de existencia nos permitirá comprobar que muchos de los programas y planes puestos en práctica, y presentados como innovadores, a lo largo de los años, tuvieron ya un antecedente muchos años atrás, lo que viene a demostrar que no hay nada nuevo bajo el sol.

			Tras un estudio minucioso de la evolución histórica de nuestra policía, hemos entresacado lo que consideremos sus pilares básicos. De una parte, los sucesivos reglamentos por los que se rigió; de otra, algunas de las peculiaridades de los uniformes que los policías han vestido a lo largo de los años; pero también analizaremos el comportamiento de aquellos que un día juraron lealtad a España y a los españoles ostentando la placa-insignia como atributo sagrado de su función o vistiendo su glorioso uniforme.

			Repasaremos, someramente, la identidad de algunos de los hombres y mujeres que cayeron en el cumplimiento del deber, unos asesinados por la traidora bala terrorista y otros enfrentándose valientemente contra aquellos que quisieron atentar contra nuestras libertades y socavar nuestros derechos. Este ejercicio de recuerdo ha de servir como emocionada evocación de todos aquellos que entregaron sus vidas por España.

			De igual modo, hemos recopilado algunos hechos poco conocidos, y por tanto poco divulgados, de los que fueron protagonistas los integrantes de la policía en cada uno de los momentos históricos y, por supuesto, algunos de los casos en los que tuvieron que participar activamente para su esclarecimiento.

			Desde ingeniosos inventos, como el del primer «robot» Tedax; pasando por duelos al más rancio estilo romántico e incluso por el antecedente de la que pudo ser la primera Unidad Canina de la policía, recorreremos casi dos siglos apasionantes. Son, por tanto, las pequeñas historias de aquellos que sirvieron, a lo largo de los años, en la policía española.

			No queremos tampoco pasar por alto, la presencia de la policía en los territorios africanos. En la zona española del Protectorado de Marruecos; en los territorios del Golfo de Guinea e, incluso, la unidad de la Policía Armada que prestó servicios en la provincia del Sahara, poco antes de abandonarla.

			Incluso nos internaremos, en el terreno anecdótico, en el mundo del género lírico nacional, nuestra querida zarzuela, en muchas de cuyas obras más geniales, en especial las del llamado «género chico», aparecen retratados, a veces con aires de crítica mordaz, los guardias de seguridad de la época. 

			A lo largo de las siguientes páginas repasaremos algunos aspectos de la uniformidad que ha vestido la policía a lo largo de los años; su sistema premial, así como algunos de los distintivos de más relevancia de cuantos han usado. 

			La obra la hemos dividido en varios periodos históricos, cada uno en su contexto.

			Partimos, como punto de origen, de la Superintendencia General de Policía del Reino, creada por el rey Fernando VII, el 13 de enero de 1824, analizando lo sucedido desde aquella fecha hasta el 27 de febrero de 1908, cuando se promulga la ley reorganizadora que marca el nacimiento de la moderna policía española.

			Unos años convulsos en nuestra historia patria. Primero las pugnas entre liberales y absolutistas; seguido de tres guerras civiles; el destronamiento de la monarquía borbónica; la proclamación de la desastrosa Primera República que trajo como consecuencia las llamadas guerras cantonales; la Restauración; la aparición en escena del fenómeno terrorista de la mano de los grupos anarquistas que, entre otras acciones, asesinaron al presidente del Consejo de Ministros y atentaron contra el rey, y la pérdida de las colonias ultramarinas. Un periodo, oscuro y tenebroso, que provocó que España dejase de contar en el concierto internacional, quedando relegada a potencia de segundo orden.

			Durante estos años se sucedieron los reglamentos y órdenes para modificar la estructura de los cuerpos policiales, adaptándolos a las necesidades de aquella sociedad. Es precisamente en estos años cuando se dan los primeros pasos en la aplicación de la ciencia de la identificación en la policía e, incluso, cuando se inicia el camino que habría de conducir a la inauguración de la primera escuela de policía.

			En el segundo periodo, comprendido entre los años 1908 y 1931, en pleno reinado de don Alfonso XIII, se hereda una buena parte del anterior y así, los atentados anarcoterroristas se suceden, en especial en la zona de Cataluña; atentan contra el rey, al igual que había sucedido en el periodo anterior; asesinan a dos presidentes del Consejo de Ministros; la guerra de Marruecos se recrudece, llegando a su punto álgido en el verano de 1921, con la caída de la Comandancia General de Melilla; se suceden las huelgas salvajes y los asesinatos callejeros; se proclama en varias ocasiones el estado de guerra; se produce un golpe de Estado que conduce a España a una dictadura. Otro periodo negro de nuestra historia que provocó que nuestro suelo se regase con la sangre de muchos españoles.

			A lo largo de estos años asistimos, además de a la reorganización de la policía, por medio de la ley de 27 de febrero de 1908, al despliegue de los cuerpos policiales por todo el territorio español y a la recreación de la Dirección General de Seguridad, primero, y más tarde la de Orden Público. Tras el atentado de Eduardo Dato en 1921, se militariza al Cuerpo de Seguridad; comienza a dotarse a los cuerpos policiales de material móvil y se dan los primeros pasos para crear unidades especializadas en el restablecimiento del orden público. En 1926 se puso a la Policía Gubernativa bajo el patronazgo del Santo Ángel de la Guarda y en 1930 se publicó el reglamento orgánico.

			El tercer periodo lo dedicamos a los años comprendidos entre 1931 y 1941. Partimos de la dudosa legalidad de la proclamación de la Segunda República, sin duda en los años más oscuros de la historia reciente de España, pese a que algunos se esfuerzan en ofrecernos el relato que los presenta como unos idílicos años de progreso y libertades. Comienza, por parte de la izquierda más radical, la quema indiscriminada de iglesias y conventos, con casi completa impunidad; se suceden las huelgas y los atentados en los que pierden la vida varios miembros de la Policía Gubernativa; los monárquicos intentan un golpe de Estado; las fuerzas del orden reprimen los movimientos libertarios que pretenden proclamar el comunismo en una buena parte del territorio; se produce el golpe de Estado contra la República, auspiciado por socialistas y comunistas, provocando la sangrienta revolución de Asturias de 1934, y tras las fraudulentas elecciones de febrero de 1936, que dan el gobierno a la coalición del Frente Popular, asesinan, con la connivencia de las fuerzas del orden —Cuerpo de Seguridad y Guardia Civil— y con el concurso de las Juventudes Socialistas, a Calvo Sotelo y se inicia la Guerra Civil, que lleva el dolor y la desolación, durante tres interminables años, a los campos de España.

			A lo largo de estos años, se crean los Grupos de Asalto del Cuerpo de Seguridad, poniendo al frente de ellos, a partir de septiembre de 1933, al prestigioso teniente coronel de Infantería Agustín Muñoz Grandes; se reorganiza el Cuerpo de Vigilancia, creando nuevas brigadas; se potencia la motorización de la policía y, por vez primera, un cuerpo policial, el de Seguridad, se ve recompensado con la concesión del derecho al uso y custodia de la enseña nacional.

			A lo largo de cuarto periodo, se analizan los años comprendidos entre 1941 y 1975; desde la posguerra hasta la muerte del general Franco. Son años en los que España, tras verse aislada del mundo, comienza su recuperación, una vez vencida la amenaza del maquis. Se industrializa; aparece el fenómeno del turismo; comenzamos a abandonar las últimas colonias africanas y al final se recrudece la lacra terrorista, entrando en escena bandas de despiadados asesinos como la ETA, el GRAPO o el FRAP, que, por medio de atentados o tiros en la nuca, se llevarán por delante a cientos de españoles, muchos de ellos policías.

			Este periodo comienza con la promulgación de la ley de 8 de marzo de 1941 por la que se crea el Cuerpo General de Policía y la Policía Armada y de Tráfico, para reemplazar a los existentes hasta entonces, incluido el Cuerpo de Vigilantes de Caminos; se crean las jefaturas superiores de policía; se organizan las unidades móviles de la Policía Armada, con capacidad de autotransporte; se crea la Orden del Mérito Policial y al Cuerpo General de Policía se le dota de uniforme para actos sociales; la Policía Armada pierde las competencias en materia de tráfico; se reedita la revista Policía Española; aparece en escena el popular Servicio del 091; comienzan a crearse las compañías de Reserva General de la Policía Armada y este cuerpo es recompensado, como reconocimiento a sus servicios, con el más alto honor, la concesión del derecho al uso de la bandera nacional.

			El último periodo lo dedicamos a la época democrática. Comienzan a correr tiempos de bonanza y, pese a que la garra terrorista atenta con más intensidad que en los años anteriores, la democracia entra a raudales en España, proporcionándole años de paz y progreso, continuación de los anteriores. Primero don Juan Carlos I y, más tarde, don Felipe VI, asumen la Jefatura del Estado a título de Rey. En estos años, España ingresa en los más importantes foros europeos e internacionales, la CEE y la OTAN; se celebran grandes eventos, Conferencia de Paz de Oriente Medio, Juegos Olímpicos de Barcelona 92 y la Expo 92 de Sevilla, que ponen de manifiesto la capacidad operativa de la policía, encargada, en mayor medida, de asumir su seguridad integral y comienza a planear sobre España el fenómeno del terrorismo islamista que se dejará sentir en el atentado de Madrid de 2004. 

			La policía se adapta a estos nuevos tiempos. Se crean el Cuerpo Superior de Policía y el de la Policía Nacional, por ley de 4 de diciembre de 1978. La mujer se incorpora, en 1979, al primero de estos cuerpos, que es la primera la institución armada a la que accede la mujer, que luego lo haría al segundo de ellos; cambia el plan de estudios tanto para los inspectores del Cuerpo Superior, que comienzan a formarse en Ávila, como para los oficiales de la Policía Nacional que, tras realizar los dos primeros años de la carrera en la Academia General Militar de Zaragoza, los continúan y finalizan en la de San Lorenzo del Escorial; se reorganizan en varias ocasiones los cuerpos policiales, creándose nuevas unidades y modificando su despliegue en más de una oportunidad.

			En 1986 se puso fin a la bicefalia policial que acompañó a la institución prácticamente desde sus orígenes, al estar integrada por dos cuerpos, uno de estructura civil y otro de organización militar. Se creó el Cuerpo Nacional de Policía, resultante de la fusión del Cuerpo Superior de Policía y el de la Policía Nacional, que sufre una profunda modificación en sus estructuras orgánicas. Además, se inaugura la Escuela Nacional de Policía de Ávila; se activa el plan «Policía 2000», que resultó un fracaso; se crean las cruces de la dedicación policial y, finalmente, en 2015, S. M. la Reina Doña Letizia hace entrega de la bandera nacional al Cuerpo Nacional de Policía, alcanzado así la meta de un deseo largamente anhelado.

			Esto y algo más, querido lector, es lo que se va a encontrar en estos episodios de la historia de nuestra policía, que es la de los hombres y mujeres que formamos o hemos formado en sus filas. Ojalá que, tras su atenta lectura, comiencen a conocer un poco mejor a una institución que, día y noche, los trescientos sesenta y cinco días del año, está al servicio de España y de los españoles.

		

	
		
			PRIMER PERIODO. 
DE LA REAL CÉDULA DE 13 DE ENERO DE 1824 A LA LEY DE POLICÍA DE 27 DE FEBRERO DE 1908

		

	
		
			La historia de la policía, como fuerza encargada de velar por el orden y el cumplimiento de las leyes, se remonta a la Antigüedad. Todas las sociedades organizadas y debidamente estructuradas han contado, a lo largo de los tiempos, con cuerpos encargados de asumir estas funciones.

			Sociedades como las del antiguo Egipto, Grecia, Macedonia o Roma poseían fuerzas organizadas para la conservación y mantenimiento del orden, la seguridad personal de reyes y otras autoridades, así como de apoyo a la administración de Justicia.

			Con relación a España, prescindiendo de aludir a los tiempos de pertenencia al Imperio romano, incluso a la dominación visigoda y la posterior musulmana, buscaremos el origen de estas fuerzas en las milicias concejiles, para cuya organización ya dictó normas Alfonso VIII en 1214, y en las hermandades medievales que concluyen con la creación de la Santa Hermandad por los Reyes Católicos. Esta institución, creada en 1476, tenía como misión el mantenimiento del orden y la seguridad en todos los territorios del reino, constituyendo un claro antecedente tanto de las fuerzas y cuerpos de seguridad, al encargarse de la persecución de criminales y la conservación del orden público, como del ejército permanente, toda vez que sus efectivos participaron en las guerras de Granada, como antes habían hecho las milicias concejiles a lo largo de la Reconquista. En definitiva, se trataba de establecer la supremacía del poder real sobre el de señoríos y villas, algo fundamental para vertebrar el reino.

			A lo largo de los siguientes siglos, en los que sobrevivieron algunas de las hermandades y se crearon cuerpos locales encargados de la persecución de malhechores, no existió un proyecto serio de creación de una fuerza permanente, desplegada a nivel nacional, encargada de velar por el orden público y la seguridad ciudadana hasta 1824.

			Tras el intento fallido del rey Carlos III de crear la Superintendencia de Policía de Madrid en 1782, con una vida efímera ya que solo se prolongó hasta 1792, aunque nuevamente fue recreada por Carlos IV el 15 de diciembre de 1807, y tras la creación en 1809 del Ministerio de Policía, por José I, e incluso la publicación de la disposición por la que se creaba la Superintendencia General de Vigilancia Pública, fechada el 8 de junio de 1823, nos encontramos con la fecha histórica en la que se establece el origen de la policía española.

			Superintendencia General de Policía del Reino

			El 13 de enero de 1824 el rey Fernando VII creó la Superintendencia General de Policía del Reino, institución que pretendía desplegar por toda España, a través de intendencias en cada una de las provincias, a las que distinguía por categorías, y delegaciones en aquellas localidades de mayor relevancia.

			Con relación a este primer despliegue, A. Morales Villanueva establece la siguiente distribución territorial, abarcando toda España: 

			Aragón. 2.ª categoría. Subdelegaciones en Alcañiz, Barbastro, Benabarre, Calatayud, Cinco Villas, Daroca, Huesca, Jaca, Tarazona y Teruel (el intendente en Zaragoza).

			Asturias. 3.ª categoría. Subdelegaciones en Cangas de Tineo y Gijón (el intendente en Oviedo). 

			Ávila. 3.ª categoría. Subdelegaciones en Arévalo y Pidrahíta.

			Baleares. 2.ª categoría. Subdelegaciones en Mahón e Ibiza (el intendente en Palma de Mallorca).

			Burgos. 2.ª categoría. Subdelegaciones en Aranda de Duero, Miranda de Ebro, Santo Domingo de la Calzada y Villarcayo.

			Cádiz. 1.ª categoría. Subdelegaciones en Algeciras, Jerez de la Frontera y Sanlúcar de Barrameda.

			Canarias. 2.ª categoría. Subdelegaciones en Las Palmas y S. Cristóbal de la Laguna (el intendente en Santa Cruz de Tenerife).

			Cataluña. 1.ª categoría. Subdelegaciones en Agramunt, Cervera, Figueras, Gerona, Lérida, Manresa, Mataró, Montblanch, Puigcerdá, Villafranca del Penedés, Talarn, Tarragona, Tortosa, Vich y Urgel (el intendente en Barcelona).

			Córdoba. 2.ª categoría. Subdelegaciones en Carlota, Lucena y Pozoblanco.

			Cuenca. 3.ª categoría. Subdelegaciones en Huete y San Clemente.

			Extremadura. 2.ª categoría. Subdelegaciones en Alcántara, Cáceres, Coria, Llerena, Mérida, Plasencia y Trujillo (el intendente en Badajoz).

			Galicia. 2.ª categoría. Subdelegaciones en Betanzos, Ferrol, Lugo, Mondoñedo, Monterrey, Orense, Santiago, Tuy, Vigo y Vivero (el intendente en La Coruña).

			Granada. 2.ª categoría. Subdelegaciones en Almería, Baza, Guadix, Loja, Motril y Ugíjar.

			Guadalajara. 3.ª categoría. Subdelegaciones en Molina y Sigüenza.

			Jaén. 3.ª categoría. Subdelegaciones en Andújar, Alcalá la Real, Carolina y Baeza.

			León. 3.ª categoría. Subdelegaciones en Astorga y Sahagún.

			Madrid. 3.ª categoría. Subdelegación en Alcalá de Henares.

			Málaga. 2.ª categoría. Subdelegaciones en Antequera, Marbella, Ronda y Vélez-Málaga.

			La Mancha. 3.ª categoría. Subdelegaciones en Alcázar de San Juan, Ciudad Real y Villanueva de los Infantes. (el intendente en Manzanares).

			Murcia. 2.ª categoría. Subdelegaciones en Albacete. Cartagena, Lorca y Orihuela.

			Navarra. 3.ª categoría. Subdelegaciones en Sangüesa y Tudela.

			Palencia. 3.ª categoría. Subdelegaciones en Carrión y Reinosa.

			Provincias Vascongadas. 3.ª categoría. Subdelegaciones en Bilbao, San Sebastián, Tolosa. (el intendente en Vitoria).

			Salamanca. 3.ª categoría. Subdelegaciones en Ciudad Rodrigo y Ledesma.

			Santander. 3.ª categoría. Subdelegación en Laredo.

			Segovia. 3.ª categoría. Subdelegaciones en Pedraza y Sepúlveda.

			Sevilla. 1.ª categoría. Subdelegaciones en Ayamonte, Carmona, Écija, Osuna y Utrera.

			Soria. 3.ª categoría. Subdelegaciones en Almazán, Calahorra y Logroño.

			Toledo. 2.ª categoría. Subdelegaciones en Ocaña y Talavera.

			Valencia. 1.ª categoría. Subdelegaciones en Alcira, Alcoy, Alicante, Castellón de la Plana, Denia, Morella, Peñíscola, San Felipe y Segorbe.

			Valladolid. 2.ª categoría. Subdelegaciones en Medina del Campo, Benavente, Olmedo y Rioseco.

			Zamora. 3.ª categoría. Subdelegaciones en Alcañices y Toro.

			Respecto a las competencias de esta Superintendencia General, Morales Villanueva señala, en primer lugar, las de carácter administrativo, como la formación de padrones de vecindad, pasaportes, cartas de seguridad, permisos o autorizaciones para venta de mercancías, apertura de establecimientos públicos, licencias de armas y de caza, registro de coches, tartanas y calesines públicos y permisos para ejercer en la vía pública los cantarines, saltimbanquis, títeres, etc.

			Igualmente, extendería sus atribuciones al régimen de hospederías y establecimientos públicos, tabernas, mesones, casas de juego, prenderías y almonedas; a las recogidas de mendigos, niños abandonados, expósitos y gitanos; el arresto de blasfemos y beodos, vagos, jugadores profesionales, ladrones; la seguridad y salubridad de prisiones, hospicios, establecimientos de sanidad y de beneficencia y a los anfiteatros, farmacias, droguerías, fábricas de curtidos y similares; establos, además de entierros y exhumaciones, edificios ruinosos. etc.

			También les correspondería impedir la formación de cuadrillas y reuniones tumultuarias y las coaliciones de jornaleros para hacer subir el precio de los jornales, así como combatir el contrabando, prevenir los incendios y denunciar la venta de carnes y pescados corrompidos y de vinos compuestos con drogas perniciosas.

			Dentro de las atribuciones de la nueva policía, también estaba cuidar de que no se introdujera por las fronteras de mar ni de tierra obra literaria alguna, en cualquier idioma que sea, sin que el introductor presente orden expresa del Rey o la correspondiente licencia del Consejo, expedida en vista del ejemplar remitido previamente a él, u oído el subdelegado general de Imprentas y Librerías del Reino.

			Debía aprehender, previa información secreta, y con acuerdo del subdelegado general de Impuestos o de los particulares de las provincias, según los casos, cualquier libro que se hubiera introducido sin los registros prevenidos, ya existieran en poder de libreros o impresores, ya de particulares o comunidades, por privilegiados que fueran, y entregar los reos de estas infracciones a las autoridades competentes para que les impusieran las penas que señalaban las leyes.

			Tenía que impedir la entrada, circulación y lectura de periódicos, folletos, cuadros satíricos, caricaturas o cualquier otro papel o estampa en que se atacase al rey o se ridiculizasen o censurasen las providencias del gobierno; y aprehender estos objetos y a los individuos que los poseyeran.

			Además, era su obligación «perseguir las asociaciones secretas de comuneros, masones, carbonarios o de cualquier otra secta tenebrosa que existan hoy o existieren en adelante que se reúnan para cualquier objeto sobre cuyo carácter reprobado, infunda sospechas de su clandestinidad». 

			Asimismo, era de su competencia la averiguación de delitos, comprobación de denuncias, instrucción de diligencias, etc. La detención preventiva se podía extender hasta ocho días, límite que no existía para los presuntos reos de conspiración, en cuyo caso se podía disponer del tiempo que se necesitase para averiguar sus planes y las ramificaciones que hubiera. 

			Como se observa, se trataba de una institución con competencias administrativas y judiciales, encargada de perseguir delitos comunes y políticos y desplegada en la totalidad del territorio nacional, lo que nos da idea de que era el primer esbozo de policía integral.

			En su afán para garantizar el cumplimiento de los fines perseguidos por esta Superintendencia General, incluso la dota de un cuerpo armado, con funciones de auxiliar, el Regimiento de Celadores Reales, creado en 1825, con cuatro escuadrones y dos compañías por escuadrón, a cuyo frente se colocaba el brigadier Rafael Valparda, integrado orgánicamente en la Inspección de Caballería y adscrito, funcionalmente, a la Superintendencia General de Policía.

			El proyecto, implicaba, inicialmente, el despliegue de este cuerpo auxiliar por todo el reino; sin embargo, el 13 de mayo de 1827 sufrió una reorganización, quedando una de sus compañías bajo dependencia directa del capitán general de Castilla la Nueva, integrada por 72 hombres y 60 caballos, y otras dos compañías, procedentes de la fuerza desmontada, siguieron dependiendo de la Superintendencia General de Policía hasta que finalmente fue disuelto en 1832.

			En esa fecha fue creado el Cuerpo de Salvaguardias, con unidades de Infantería y Caballería que se pusieron bajo la dependencia de la Superintendencia General de Policía, siendo disuelto en 1839.

			La Superintendencia General de Policía quedó disuelta por un Decreto de 4 de octubre de 1835, tan solo dos años después de la muerte de Fernando VII y la llegada al trono de su hija Isabel II, asumiendo sus funciones el Ministerio del Interior, manteniéndose activa la policía, eminentemente política, existente hasta entonces, que finalmente se eliminó por un real decreto de 2 de noviembre de 1840 por el que quedaba disuelta la llamada policía secreta, y se proponía con urgencia la organización que debería tener la policía de protección y seguridad pública ejercida por las autoridades que la ley reconocía.

			De esta forma, se iniciaba una organización policial de carácter mixto, un cuerpo de investigación, eminentemente civil, y otro de estructura militar, auxiliar del anterior, una constante que se prolongará, con sucesivos cambios de denominación, hasta 1986, fecha en la que se crea el Cuerpo Nacional de Policía unificador de ambos cuerpos.

			De ramo de seguridad pública a Cuerpo de Vigilancia

			Durante los años siguientes, de mucha convulsión en España, que se ve inmersa hasta en tres guerras civiles y en revoluciones, además de otros conflictos de carácter internacional, son varios los intentos de crear una fuerza policial permanente y de carácter nacional. Cambios de denominación, modificación de los empleos o categorías y reorganización de sus estructuras que, sin embargo, no lograron el objetivo previsto, quedando constreñidos, en la mayoría de los casos, a las sucesivas modificaciones operadas en los cuerpos policiales encargados de dar seguridad a Madrid.

			Un real decreto de 26 de enero de 1844 reorganizó el ramo de seguridad pública, bajo la dependencia del Ministerio de la Gobernación, estableciendo en las capitales de provincia la figura de los comisarios de distrito, fijando en cada una tantos como juzgados de primera instancia existan en la misma, y la de los Celadores de barrio, a razón de uno por cada uno en los que se dividía la localidad respectiva, apoyados por los agentes que fueran necesarios.

			Posteriormente, el 30 de enero de ese mismo año, una real orden circular, dirigida a los jefes políticos de las provincias, estableció las funciones y cometidos de los comisarios, de los celadores y de los agentes de protección y seguridad pública.

			Según señala A. Morales Villanueva, la uniformidad y distintivos que se asignan a comisarios, celadores y agentes, son los siguientes: 

			Comisarios, una faja con los colores nacionales y un bastón con puño de oro; celadores, frac azul y bastón con un puño de marfil, y los agentes, que habrían de ir siempre de uniforme, levita azul, sombrero de tres picos y sable. Como adorno, el sombrero llevaba un pompón estrecho y encarnado, por lo que el pueblo comenzó a denominarlos «guindillas», desprestigiándose rápidamente su figura.

			Con fecha 6 de enero de 1848, una real orden disponía que, en lo sucesivo, el Cuerpo de agentes de seguridad Pública recibiría, en todo el territorio nacional, la denominación de Cuerpo de Salvaguardias, igual que se denominaba en Madrid.

			De esta forma, la policía quedó integrada por la Ronda de Vigilancia y el Cuerpo de Salvaguardias, fijando para Madrid la siguiente plantilla:

			Ronda de Vigilancia. Un jefe con un sueldo de 12.000 reales; cuatro cabos, a 4.380, cada uno, y 16 individuos de ronda a 3.630 reales.

			Cuerpo de Salvaguardias. Un jefe, con el sueldo que tenga asignado por su empleo militar; 20 cabos, a 3.276 reales, cada uno, y 200 salvaguardias a 2.916 reales.

			Andando un poco más en el tiempo, nos encontramos con otra reestructuración que viene dada por un real decreto, fechado el 25 de febrero de 1852, por el que se crea el Cuerpo de Vigilancia.

			En esta nueva orgánica desaparece la categoría de comisario, siendo reemplazada por la nueva de inspector de vigilancia, dependiendo directamente del gobernador civil de la provincia.

			En un primer momento, como veremos y será práctica habitual durante muchos años, este nuevo cuerpo se despliega exclusivamente en Madrid, para lo cual se crean dos plazas de inspectores, que serán los responsables de los dos distritos en los que se divide la capital de España, asignándoles los celadores que se consideren necesarios.

			En este primer despliegue se fija en 65 el número de celadores, quienes, a las órdenes directas de los inspectores, se encargarán de la seguridad de cada uno de los barrios de la capital, siendo responsables del buen orden en los mismos.

			De los celadores dependían los salvaguardias, que en lo sucesivo tomaron el nombre de vigilantes, distribuyéndose en la proporción que estimaba conveniente el gobernador. Con relación al número de plazas, se mantuvo la fuerza de esta clase existente anteriormente. La dependencia inmediata de los celadores se entendía sin perjuicio de la autoridad del inspector respectivo y de la superior del gobernador de la provincia.

			El sueldo de los inspectores se fijó en 24.000 reales anuales; el de los celadores en 7.000, el de los vigilantes en 2.916, y el del cabo de esta fuerza en 3.276.

			Igualmente, se creó la figura del comisionado especial de vigilancia, a las órdenes directas del gobernador, que se encargaría de recorrer los puntos de dentro y fuera de la capital, a medida que lo exigía el servicio público en concepto de autoridad superior. El comisionado especial gozaba de un sueldo de 20.000 reales anuales, ejerciendo solamente las atribuciones que el gobernador le confería.

			Los nombramientos de comisionado especial y de inspectores se hacían por real orden, en tanto que los de celadores y vigilantes los expedía el gobernador de la provincia.

			Este real decreto, en su apartado 10.º, hacía referencia a los atributos distintivos del cargo, señalando que «no se reconocerá funcionario ni agente alguno en el ramo de vigilancia fuera de los marcados en este real decreto, los cuales deberán usar constantemente la insignia de su autoridad o el distintivo de su cargo».

			Una real orden de 9 de marzo del mismo año ordena que, en lo sucesivo, el Servicio de Protección y Seguridad se denomine de Vigilancia en todo el reino y que los salvaguardias lleven igualmente el nombre de vigilantes.

			Otra práctica habitual, a lo largo de los años ha sido la de crear un cuerpo policial en Madrid, con una denominación concreta, y posteriormente pretender su despliegue por toda España, circunstancia esta que, como iremos viendo, tardó muchos años en hacerse realidad, al menos más allá de los planteamientos teóricos.

			De igual modo, como veremos a lo largo de nuestro recorrido histórico, en cada una de las ocasiones en que algún alto dignatario de la nación fue objeto de un atentado que le costó la vida o del que resultó con lesiones, se procedió a una nueva reorganización de la policía, sin considerar que, en muchos de los casos, el único responsable de que tales sucesos tuviesen lugar fue el poder político, al no dotar a las fuerzas del orden del personal debidamente formado y de los medios necesarios para el cumplimiento de sus cometidos.

			Una de las primeras pruebas de lo referido la encontramos en el atentado sufrido por Isabel II el 2 de febrero de 1852, en la iglesia de Atocha, a manos del cura Merino y que provocó la creación del Cuerpo de Vigilancia, del que hablaremos con más detalle, y que estuvo vigente hasta el año 1941.

			Un Real decreto de 4 de abril de 1854 dispuso que el Servicio de Vigilancia Pública y Municipal de Madrid fuera ejercido por cinco inspectores, 30 comisarios y 30 secretarios de comisaría. Como se aprecia, con este real decreto reaparece la categoría de comisario.

			Se establecía para ellos una doble dependencia, de una parte, la gubernativa, relativa a la vigilancia pública, dependiendo del gobernador, y otra, relativa a la vigilancia municipal y observación de ordenanzas, estableciéndose su dependencia del alcalde la Villa y Corte.

			La capital quedaba dividida en diez distritos en los que se desplegaría este personal que contaba con el auxilio del Cuerpo de Salvaguardas de Madrid, que dispuso de unos efectivos de 384 plazas de Infantería y 40 de Caballería. De esta forma se recuperaba la denominación de salvaguardias en sustitución de la de vigilantes que se usaba con anterioridad.

			En esta nueva reestructuración también observamos la existencia de dos ramas en la organización policial, de un lado, el Cuerpo de Vigilancia Pública y Municipal, y de otro los salvaguardias que dependerán del Ministerio de la Guerra, en cuanto a organización y disciplina.

			La plana mayor de este cuerpo la compondrá un teniente coronel, jefe de cuerpo; un segundo comandante, encargado del detal y un teniente como ayudante.

			Las cuatro compañías en las que se estructura el cuerpo estarán formadas, cada una de ellas, por un capitán, dos tenientes, un sargento primero, dos sargentos segundos, tres cabos primeros, tres cabos segundos y 96 salvaguardias.

			La organización de la unidad de Caballería queda como sigue: un teniente, un sargento primero, dos cabos primeros, dos cabos segundos, un mariscal y 40 salvaguardias a caballo. 

			Los jefes y oficiales procederían del Ejército, en tanto que las plazas de salvaguardias se nutrirían con los hasta entonces llamados vigilantes y con los guardias municipales de Madrid que tuvieran buena nota. Las plazas que se pudieran crear en el futuro serían cubiertas por licenciados del Ejército que supiesen leer y escribir y estuvieran en posesión de la Cruz de San Fernando o la de María Isabel Luisa.

			En este mismo número de la Gaceta se insertaba el Reglamento del Cuerpo de Vigilancia Pública y Municipal de Madrid. 

			Nuevamente, en 1856, un real decreto de 5 de noviembre reorganizó la vigilancia pública de Madrid. Esta norma legal creaba la Sección Especial de Vigilancia Pública en el Gobierno Civil, a cuyo frente se colocaba a un jefe de negociado, heredero de las funciones del comisionado del que ya hemos hablado, al que se le dotaba de un personal a sus órdenes, encargado de las funciones burocráticas.

			Igualmente, se disponía que para el servicio de vigilancia de la capital se dividiría esta en diez secciones, tantas como distritos municipales, señalándose para cada distrito dos inspectores, cuatro oficiales de inspección y seis escribientes. Los inspectores tendrían el sueldo de 12.000 reales y 4.000 para gastos de oficina, disfrutando además del tanto por ciento de la expendición de licencias y documentos de vigilancia. El sueldo de los oficiales sería de 6.000 reales y de 3.000 el de los escribientes.

			El decreto fijaba igualmente que habría otros dos inspectores para la seguridad de las afueras de la capital; uno destinado a la zona del norte, y otro a la del sur, disponiendo del mismo personal que las inspecciones del interior de la capital, y tres inspectores especiales, de los cuales uno seguiría a las personas reales en sus desplazamientos a los Reales Sitios; el segundo estaría encargado de la vigilancia de los teatros, cafés, fondas, casas de huéspedes y plazas de abastos, y el tercero tendría a su cargo la policía de carruajes y de los sitios de gran concurrencia de público.

			Como se advierte, se trataba de dar los primeros pasos en materia de especialización del personal policial, asignándole funciones concretas en materia de espectáculos y establecimientos, así como en la seguridad y protección de la familia real.

			Este decreto estableció la creación de una fuerza auxiliar armada, organizada militarmente, que recibió el nombre de Guardia Urbana, cuyos efectivos pasaron a ser los de un batallón de Infantería, de a cuatro compañías, con 100 plazas cada una, y una fuerza montada de 50 hombres, con la misión primordial de garantizar el orden y la vigilancia pública y municipal en Madrid.

			No podemos entender que se trate de un antecedente de la Policía Municipal de la capital de España, toda vez que el decreto referido es muy claro a la hora de establecer la dependencia, que lo es directa, del gobernador civil, así como los nombramientos, que o bien los son de designación Real, a propuesta de aquella autoridad, en el caso de los puestos de dirección, o bien directamente por el gobernador en el caso de los puestos de menor categoría.

			Esta fuerza quedaba organizada, como se ha señalado, sobre la base de un batallón de Infantería, compuesto de plana mayor y cuatro compañías de 100 plazas cada una, así como una sección de Caballería de 50 plazas con el fin de mantener el orden público, proteger la seguridad individual y cuidar de la observancia de los bandos de vigilancia y de policía municipal.

			La Plana Mayor estaba compuesta por un primer jefe, un segundo jefe, un ayudante, un médico-cirujano y un mariscal. Por su parte, cada compañía de Infantería disponía de un capitán, un teniente, un subteniente, un sargento primero, dos sargentos segundos, ocho cabos y 89 guardias.

			En cuanto a la sección de Caballería, a cuya cabeza figura un teniente, contaba con un alférez, un sargento primero, dos sargentos segundos y cuatro cabos y 43 guardias.

			El real decreto señalaba que los jefes y oficiales procederían del Ejército, no haciendo mención al origen de las clases. Las exigencias para su ingreso se contemplan en el decreto de reorganización al que nos estamos refiriendo:

			1.ª Haber servido en el Ejército o en la Guardia Civil con buena nota.

			2.ª Presentar certificaciones de buena conducta moral y política.

			3.ª Saber leer y escribir.

			4.ª Tener cuando menos cinco pies y tres pulgadas de estatura.

			Nuevamente, observamos lo que será una constante hasta 1986, la existencia de dos cuerpos policiales, uno de carácter civil y otro militar o, al menos, organizado militarmente.

			Con fecha 24 de marzo de 1858 se publica un real decreto del Ministerio de la Gobernación que modifica notablemente lo dispuesto hasta esa fecha. Este decreto, que no es más que la clara militarización del cuerpo, señala, entre otras cosas, que «la Guardia Urbana de Madrid dependerá del Ministerio de la Guerra en cuanto a su organización, personal, armamento y disciplina. Del Ministerio de la Gobernación en lo tocante a su servicio, acuartelamiento, material y percibo de haberes y de la Inspección de la Guardia Civil en lo relativo a su organización, administración y orden interior».

			Más adelante indica que «la Guardia Urbana prestará el servicio que le corresponde a las órdenes del gobernador de la provincia conforme a su reglamento, el cual determinará sus relaciones con las demás autoridades civiles». 

			El 6 de abril de 1859 la Guardia Urbana recibió el nombre de Guardia Civil Veterana y se hizo público su reglamento. 

			La Dirección General de Seguridad y Orden Público

			Otra de las constantes que observaremos a lo largo de este trabajo es la de las sucesivas creaciones y subsiguientes desapariciones de los órganos directivos superiores de la policía.

			Ya hemos visto que la Superintendencia General de Policía, creada en el reinado de Carlos III, tan solo tuvo una vida de diez años; posteriormente, el Ministerio de Policía General de José I duró, por obvias razones, poco más que hasta la conclusión de la Guerra de la Independencia y la huida del invasor francés. Durante los años siguientes no aparece órgano alguno para asumir la dirección de la seguridad del reino, hasta que, finalmente, en enero de 1824 se crea la Superintendencia General de Policía del Reino, cuya vida se prolonga hasta 1835.

			Pues bien, con fecha 24 de marzo de 1858, un real decreto crea, dentro del Ministerio de la Gobernación, la Dirección General de Seguridad y Orden Público, antecedente de otros centros directivos que ostentaron el mismo nombre u otros similares.

			Sin embargo, este organismo todavía fue más efímero que los anteriores, ya que, con fecha 14 de octubre de ese mismo año, se dispuso su supresión, asumiendo las funciones la Dirección General de Gobierno del Ministerio de la Gobernación. 

			El Cuerpo de Vigilancia

			Como hemos visto, en febrero de 1852, tras el atentado sufrido por la reina Isabel II, se creó el Cuerpo de Vigilancia, y en marzo siguiente se dispuso que la orgánica de este cuerpo se hiciera extensiva a todo el territorio nacional. 

			En este contexto, con fecha 21 de octubre de 1863 se publicaba el Reglamento por el que había de regirse el cuerpo en todo el reino.

			Estaría integrado por los siguientes empleos o categorías:

			Inspectores de primera, segunda y tercera clase. 

			Secretarios de primera y segunda clase. 

			Oficiales primeros y segundos. 

			Jefes de vigilantes. 

			Subinspectores de primera y segunda clase. 

			Vigilantes primeros cabos.

			Vigilantes segundos, terceros y cuartos.

			Este personal se distribuiría proporcionalmente en las provincias según su clase y circunstancias especiales, asignándose a cada una tantos inspectores de la categoría que correspondiera como juzgados de primera instancia hubiese en la capital donde habían de prestar sus servicios. Los inspectores tendrían a sus órdenes a los subalternos necesarios para el exacto cumplimiento de sus deberes.

			Para mejor comprender el despliegue del cuerpo por todo el territorio, debemos fijarnos en otro artículo de este reglamento que señala que «los inspectores serán destinados a las capitales de provincia según su clase, sin perjuicio de poderlo ser también con cualquiera de las tres categorías y sueldos en que están divididos, en población que no sea capital, si el mejor servicio lo exige».

			Por tanto, aquí encontramos una explicación a la denominación de «Inspecciones de Vigilancia» que se harían famosas a lo largo de estos años, no solo por los datos referidos en la prensa, sino también por los libretos de algunas de las zarzuelas, especialmente las del llamado «género chico», que refieren esta denominación.

			En cuanto a las funciones asignadas a cada categoría, además de las de dirección encomendadas a los inspectores, auxiliados por los secretarios y oficiales, los jefes de vigilantes y los subinspectores, serían los superiores inmediatos de los vigilantes adscritos a su inspección respectiva, y cuidarán del comportamiento, policía individual y conducta de aquellos, poniendo en conocimiento del inspector, para los oportunos fines, tanto las faltas que pudiesen cometer para su corrección como los hechos y circunstancias que hicieran recomendable una felicitación.

			El ingreso en el cuerpo por la categoría de vigilante exigía haber cumplido veinticinco años de edad; ser español, de buena conducta y costumbres, y saber leer y escribir, siendo preferidos los licenciados de la Guardia Civil o del Ejército, sin nota desfavorable, y entre estos los que hubiesen sido cabos o sargentos.

			Una prueba de que el Cuerpo de Vigilancia comenzó, por estas fechas, su despliegue por todo el territorio nacional, la encontramos en este mismo reglamento, que señala en su artículo 11 que «los revisadores de las barcas del Miño que existen en la provincia de Pontevedra serán considerados y gozarán el haber de vigilantes cuartos».

			De igual modo, el artículo 19 señala: «Continuarán por ahora constituidas en la forma que hoy se encuentran las secciones especiales establecidas en los gobiernos de las provincias de Barcelona y Valencia, así como la organización que en la de Madrid tiene el ramo, sin perjuicio de que pueda hacerse en lo sucesivo, y por disposiciones especiales, las variaciones que la experiencia aconseje».

			La Revolución de 1868 y el Cuerpo de Orden Público

			La Revolución de 1868, llamada «la Gloriosa» o «la Septembrina», por haberse producido en septiembre, provocó la caída del trono de Isabel II y el inicio de un periodo de seis años en los que se sucedieron la Regencia del general Serrano, el reinado de Amadeo I de Saboya y la Primera República.

			Por supuesto, como ha sucedido también en otros periodos de nuestra historia, estos cambios de sistema de gobierno trajeron aparejadas importantes modificaciones en la organización policial española, apareciendo en escena un nuevo cuerpo policial.

			El Cuerpo de Orden Público

			Fue meses antes de iniciarse el breve reinado de Amadeo I (1870-1873) cuando se creó el denominado Cuerpo de Orden Público, que estuvo vigente hasta que fue sustituido por el Cuerpo de Seguridad, que de facto se creó por real decreto de 6 de noviembre de 1877, reorganizador de la Policía Gubernativa de Madrid, que la define como integrada por los cuerpos de Vigilancia y Seguridad; pese a todo, durante algunos años más seguiremos encontrando referencias a este Cuerpo de Orden Público, incluso en documentos oficiales, toda vez que sus efectivos seguían desplegados en las provincias, afectando su cambio de denominación inicialmente solo a Madrid.

			La aproximación a la historia de este cuerpo resulta, cuando menos, complicada por la falta de bibliografía y datos existentes sobre él; y los pocos que existen, algunas veces pueden generar confusión por la ambigüedad en las denominaciones utilizadas en los documentos oficiales, en los que nos encontramos con nombres distintos dados al cuerpo, y hasta por la publicación de más de un decreto de creación a que se vio sometido durante los primeros años. Otro problema se deriva de su uniformidad, de la que tampoco encontramos datos muy concretos y esclarecedores. Como en otros casos, es sensiblemente distinta la utilizada en Madrid y la empleada en otras provincias del reino; sin embargo, vamos a intentar trazar unos breves apuntes que vayan aproximándonos a los avatares de su creación.

			Por supuesto hay que partir de la premisa de que el Cuerpo de Orden Público, en cuanto a funciones, cometidos e incluso denominaciones de sus empleos, constituye un antecedente de la policía actual, que, por tanto, es heredera de su historial.

			Poco después de producirse el levantamiento revolucionario de septiembre 1868, comienza ya a tomar consistencia la idea de crear el Cuerpo de Orden Público; prueba de ello es que La Correspondencia de España se hace eco de esta noticia señalando que se está trabajando en la formación del cuerpo en Madrid, e indicando que se nutrirá solo de «personas de buena conducta y antecedentes». Posteriormente La Época insertó en sus páginas unas manifestaciones del gobernador civil de la capital de España, Juan Moreno Benítez, quien anunciaba la inminente entrada en servicio del nuevo cuerpo, del que dice que «secundará en sus gestiones a los tribunales de Justicia, auxiliando al honrado vecindario en los actos en que este le reclame, evitando que los imprudentes y los criminales, de que las grandes poblaciones nunca se hallan totalmente exentas, puedan en ningún caso inquietar a la mayoría de los ciudadanos, ni comprometer el sagrado derecho de la propiedad».

			Esta práctica tan habitual de modificar las estructuras corporativas, incluso las denominaciones, uniformidad y emblemática de los cuerpos policiales, consecuencia de los cambios de régimen, es otra constante a lo largo de la historia. Todo ello ha contribuido a que, alrededor de la institución se extienda una especie de nebulosa que propicia no solo el desconocimiento de una realidad, sino también la idea de que se trata de cuerpos distintos, cuando realmente unos son herederos de los anteriores y, por lo tanto, hay una línea de continuidad en todos ellos.

			Este nuevo cuerpo comienza a prestar servicio en Madrid el 28 de noviembre de 1868, suponemos que de forma embrionaria, contando con los efectivos policiales ya existentes con anterioridad. Esta fecha la encontramos en La Correspondencia de España, que recoge como noticia el hecho de que, en ese día, el Cuerpo de Orden Público presta su primer servicio en la capital de España.

			Ignoramos con qué uniformidad comenzó a desempeñar su función este personal. Suponemos que lo hizo con el que se utilizaba con anterioridad, pues no es hasta el 21 de julio de 1869 cuando el Diario Oficial de Avisos de Madrid hace pública la convocatoria de una subasta, promovida por el Gobierno Civil, para suministrar «500 uniformes de invierno; 500 sombreros y 500 rotens (sic)», para los agentes del Cuerpo de Orden Público de Madrid.

			Nada habla la convocatoria del diseño y hechura de estos uniformes ni prendas cubrecabeza a las que se refiere, señalándolos, al igual que en otras subastas, como «exactamente iguales al modelo que se haya de manifiesto en el despacho del Sr. jefe de la Sección de Gobierno». 

			En cuanto a los rootens, debe de hacer alusión al bastón utilizado por el cuerpo, no mencionando ninguna otra arma salvo una referencia al depósito, el 9 de enero de 1869, de un total 400 carabinas «Miné», en el Gobierno Civil de Madrid, por si fuese necesario su uso por los efectivos del cuerpo.

			Desde el principio existía la pretensión de que el cuerpo fuese desplegado en toda España, motivo por el cual preocupaba homogeneizar su uniformidad en todo el territorio. En este sentido, nos encontramos con un suelto aparecido en La Iberia, en su edición correspondiente al 31 de octubre de 1869, en que destaca como noticia que «en el Ministerio de la Gobernación existe el proyecto de uniformar a todos los individuos del Cuerpo de Orden Público de España. El uniforme se compondrá de pantalón y americana azul, botón dorado, gorra kepis y capota azul con embozo encarnado». 

			Suponemos que finalmente este uniforme fue el que vistió el cuerpo en toda España, posiblemente con la única excepción de Madrid, llegando algunas de las prendas que lo conformaron a ser vestidas por el Cuerpo de Seguridad, en los primeros momentos, como heredero del de Orden Público.

			Sin embargo, no es hasta algo más de un año después cuando la Gaceta, con fecha 3 de junio de 1870, publica un decreto por el que se crea el cuerpo en Madrid en sustitución del de Seguridad Pública existente hasta entonces; el decreto pone de relieve en su exposición de motivos la necesidad de crear un instrumento policial capaz de resolver con eficacia, prontitud y energía cualquier perturbación del orden público que pueda producirse; igualmente, este prólogo insiste en la necesidad de gestionar una institución capaz de ser desplegada en la totalidad del territorio nacional y cuya función sea eminentemente operativa en contraposición con la del Cuerpo de Vigilancia existente, de carácter reservado y preventivo.

			El Decreto, sin duda inspirado en el movimiento revolucionario nacido en 1868, aludía a la deficiente organización policial existente hasta ese momento, criticando la imprevisión habida a la hora de crear el Cuerpo de Vigilancia, que permitía, según expresa, toda suerte de arbitrariedades cometidas por sus miembros al considerarlos como «espías» y cuyas actuaciones habían provocado entre la ciudadanía rencillas y odios.

			Se trata pues, en definitiva, de crear un cuerpo garante de las libertades constitucionales, del mantenimiento del orden público y de la paz ciudadana cuando esta se vea alterada o perturbada; en tal sentido el decreto no deja lugar a dudas al señalar que «necesita, en cambio, disponer de fuerzas a propósito para reprimir instantánea y enérgicamente las perturbaciones del orden público, los atentados contra las personas y los ataques a la propiedad».

			Por todo ello, el preámbulo del decreto establece la necesidad de comenzar por reorganizar el servicio policial existente en Madrid, que pasa a denominarse Cuerpo de Orden Público, con el fin de posteriormente desplegarlo en el resto del reino.

			Como medidas iniciales, además de señalar que lejos de suponer un incremento de gastos supone economizarlos, se establece la necesaria creación de un mando único con la función de transmitir las órdenes de la superioridad; velar por su exacto cumplimiento, dar cuenta del modo de ejecutar las instrucciones recibidas y proponer para premios o sanciones a los integrantes del cuerpo que se hagan acreedores a ello. De esta forma el Cuerpo de Vigilancia de Madrid, del que depende el de orden público, pasa a estar dirigido por una sola cabeza y no por dos como lo estaba hasta la fecha.

			Igualmente, el texto establece la necesidad de refundir en una sola escala a inspectores y subinspectores, desiguales en sueldo, pero iguales en funciones; también como medida extraordinaria, dada la precariedad económica del Estado, se hace necesario rebajar el sueldo de los agentes a 1.000 pesetas anuales que es idéntico al que disfrutan los guardias municipales y superior al de la Guardia Civil.

			De igual modo, se establece que «el personal que resulte herido de gravedad o imposibilitado con ocasión del servicio, así como aquellos que arrostren peligros en la persecución de malhechores y cuantos presten cualquier servicio extraordinario poniendo en riesgo la vida, merecen que se reconozcan sus sacrificios y se atienda a su familia, caso de hacerse necesario». Por ello se fija la cantidad de 10.000 pesetas para satisfacer estas situaciones que, aunque se antoja escasa, es la única que el Estado puede afrontar con garantías.

			Sin embargo, tan solo un mes más tarde, el 7 de julio de 1870, otro decreto reorganiza y determina la entidad de fuerza que ha de integrar el Cuerpo de Orden Público y su distribución por todo el territorio nacional, modificando sustancialmente algunos aspectos de lo referido en el decreto anterior, creando clases, tanto entre los inspectores como entre los agentes, que pasan a ser de primera, segunda y tercera.

			El decreto es muy clarificador respecto a la organización policial existente anteriormente —Cuerpo de Seguridad Pública—, especialmente en las provincias, ya que señala como uno de los males que la aqueja la errónea distribución de efectivos, refiriendo que en las grandes poblaciones existe una notable desproporción entre el número de inspectores y celadores de barrio existentes en relación con el de agentes, muy exiguo y mermado, que no bastan para garantizar la seguridad pública ni ejercer con garantías las necesarias labores de vigilancia; en cuanto a las provincias clasificadas como de tercer orden hay algunas en las que el gobernador no dispone ni de 10 hombres para ejercer su autoridad, lo que actúa en menoscabo del necesario control disciplinario al que tiene que estar sometido todo componente de una fuerza armada.

			Igualmente, hace mención a la falta de exigencias mínimas para el acceso al cuerpo, así como la insuficiencia salarial que en muchos casos no permite a un agente llegar a la percepción de un haber con el que pueda sobrevivir, obligándolo a la realización de otras actividades, algunas de ellas contrarias al decoro del cuerpo.

			Como medidas correctoras se señalan la reducción drástica de mandos en beneficio del incremento del número de agentes; la redistribución de los efectivos en función de las necesidades de cada localidad; exigencia para el ingreso de cualidades tanto morales como intelectuales; articulación de un régimen disciplinario aplicable en todos los casos e incentivación del personal a base de recompensas.

			El cuerpo queda compuesto por un jefe de primera clase con un sueldo anual de 4.000 pesetas; dos jefes de 2.ª a razón de 3.500 pesetas; tres jefes de tercera a 3.000; 42 inspectores de primera con sueldo de 2.500 pesetas; 48 inspectores de 2.ª con sueldo de 2.000; 55 inspectores de 3.ª con 1.500; 575 agentes de primera con 1.000 pesetas, 72 de 2.ª clase con sueldo de 875 pesetas y 1.360 agentes de 3.ª con un sueldo de 750 pesetas anuales.

			Para dar cobertura a estas plazas, el decreto fijaba las condiciones de los aspirantes, a los que se les exigía saber leer y escribir; tener una edad comprendida entre los veintitrés y los cuarenta y cinco años; aportar certificado de buena conducta, siendo preferidos para el ingreso, en iguales condiciones, los licenciados de la Guardia Civil, Carabineros y Ejército, por ese orden.

			Se reconocía a los gobernadores civiles la capacidad de mover estos efectivos dentro de las localidades de sus provincias respectivas, estableciendo los puestos, con carácter temporal o permanente, que estimasen convenientes.

			En cuanto a los alojamientos de estas fuerzas, se determinaba que dispondrían de casas-cuartel en todas las capitales de provincia, así como en otras localidades donde se establecieran destacamentos permanentes, no permitiéndoles residir fuera de estos acuartelamientos.

			Muy relevante consideramos el despliegue territorial del cuerpo, que aparece publicado en la Gaceta y que lo distribuye de la siguiente forma:

			Álava: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Albacete: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Alicante: 1 inspector de primera, 2 inspectores de 2.ª, 2 agentes de primera y 29 agentes de 3.ª

			Almería: 1 inspector de primera, 1 inspector de 2.ª, 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Ávila: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Badajoz: 1 inspector de 2.ª, 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 18 agentes de 3.ª 

			Barcelona, 1 jefe de 2.ª, 8 inspectores de 2.ª, 12 agentes de primera y 130 agentes de 3.ª

			Burgos: 1 inspector de primera, 2 inspectores de 3.ª, 2 agentes de primera y 30 agentes de 3.ª 

			Cáceres: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Cádiz: 4 inspectores de 2.ª, 8 agentes de primera y 50 agentes de 3.ª 

			Castellón: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Ciudad Real: 1 inspector de 2.ª, 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Córdoba: 1 inspector de primera, 2 inspectores de 3.ª, 2 agentes de primera y 30 agentes de 3.ª 

			La Coruña: 1 inspector de primera, 2 inspectores de 2.ª, 1 inspector de 3.ª, 6 agentes de 2.ª y 30 agentes de 3.ª 

			Cuenca: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 19 agentes de 3.ª 

			Gerona: 1 inspector de 2.ª, 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Granada: 5 inspectores de 2.ª, 8 agentes de primera y 50 agentes de 3.ª 

			Guadalajara: 1 inspector de primera, 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Guipúzcoa: 1 inspector de 2.ª, 1 inspectores de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª

			Huelva: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Huesca: 1 inspector de 2.ª, 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 18 agentes de 3.ª 

			Jaén: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			León: 2 inspectores de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Lérida: 1 inspector de 2.ª, 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 18 agentes de 3.ª 

			Logroño: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Lugo: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Madrid: 1 jefe de primera, 1 jefe de 2.ª, 30 inspectores de primera y 500 agentes de primera.

			Málaga: 1 jefe de 3.ª, 8 inspectores de 2.ª, 8 agentes de primera y 100 de agentes 3.ª

			Murcia: 1 inspector de primera, 2 inspectores de 3.ª, 2 agentes de primera y 30 agentes de 3.ª 

			Navarra: 1 inspector de primera, 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Orense: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 18 agentes de 3.ª

			Oviedo: 1 inspector de primera, 2 inspectores de 3.ª, 2 agentes de primera y 30 agentes de 3.ª 

			Palencia: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Pontevedra: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 18 agentes de 3.ª 

			Salamanca: 1 inspector de 2.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Santander: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Segovia: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Sevilla, 1 jefe de 3.ª, 2 inspectores de 2.ª, 8 agentes de primera y 107 agentes de 3.ª 

			Soria: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Tarragona: 1 inspector de 2.ª, 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Teruel: 1 inspector de primera, 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª

			Toledo: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de primera y 30 agentes de 3.ª 

			Valencia: 1 jefe de 3.ª, 8 inspectores de 2.ª, 8 agentes de primera y 100 agentes de 3.ª 

			Valladolid: 1 inspector de primera, 2 inspectores de 3.ª, 2 agentes de primera y 40 agentes de 3.ª 

			Vizcaya: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Zamora: 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Zaragoza: 1 inspector de primera, 6 inspectores de 3.ª, 9 agentes de primera y 60 agentes de 3.ª 

			Baleares: 1 inspector de 2.ª, 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			Canarias: 1 inspector de 2.ª, 1 inspector de 3.ª, 2 agentes de 2.ª y 15 agentes de 3.ª 

			La confianza demostrada por el gobierno en este nuevo cuerpo la avala el hecho de que, con fecha 27 de diciembre de 1870, La Época, se hizo eco en sus páginas de la salida hacia Cartagena, con el fin de prestar servicio en los actos de recibimiento del nuevo rey Amadeo I de Saboya, de un contingente compuesto por un inspector y 20 agentes de orden público. 

			Probablemente se trate de la primera comisión designada a una unidad policial, con el fin de proteger al Rey de España, si hacemos excepción de lo ya referido anteriormente con relación a los desplazamientos de la familia real a los Reales Sitios.

			Sin embargo, no debió de responder el cuerpo a las expectativas en él depositadas, en especial después del atentado que costó la vida al general Prim, ya que, con fecha 20 de febrero del año siguiente, un decreto firmado por el entonces ministro de la Gobernación, Práxedes Mateo Sagasta, reorganizó el cuerpo, otorgándole organización militar y creando una sección de Policía Judicial.

			En principio, esta reorganización afectó exclusivamente a Madrid, lo que nos hace suponer que el despliegue en el resto de las provincias todavía no se había hecho efectivo.

			Este nuevo decreto define al cuerpo como de carácter civil pero organizado militarmente, manteniéndole la denominación de Cuerpo de Orden Público y teniendo como objetivo, en lo que a Madrid se refiere, dar seguridad a la corte.

			Su plantilla en Madrid se fijaba en una fuerza de 1.000 hombres, lo que suponía doblar el número asignado en el despliegue inicial, que se distribuirían en los 10 distritos en los que estaba dividida la capital, a razón de 90 por cada una de las prevenciones permanentes que se establecían, pasando destinados los 100 restantes como auxiliares de la Policía Judicial; de esta forma se pretendía evitar, como venía sucediendo hasta entonces, que el personal del cuerpo se retrajera de sus prioritarias obligaciones y funciones para asumir otras —apoyo a los órganos judiciales, por ejemplo— que no le correspondían.

			El mando de la fuerza, dependiente del Ministerio de la Gobernación, lo ostentaba el gobernador civil de la provincia, quedando constituida por un jefe de Orden Público —jefe de Administración de 3.ª Clase—; dos inspectores jefes, uno por cada uno de los sectores, norte y sur, en que queda dividida la ciudad; 10 inspectores, uno por distrito; 10 subinspectores; 10 jefes de distrito de clase subalternos; 40 cabos; 160 guardias de orden público de primera y 690 guardias de 2.ª.

			Habrá igualmente un inspector jefe en cada una de las cuatro subinspecciones que se crean en la Estación del Norte, en la de Mediodía, en Aranjuez y en Alcalá de Henares.

			Las funciones que se encomiendan al cuerpo son la conservación del orden público en la capital y en las afueras; la protección de las personas y de la propiedad; la vigilancia y auxilio a la ejecución del cumplimiento de leyes y reglamentos y los servicios especiales que se le puedan asignar.

			En cuanto a los distintivos, armamento y equipo se definirán en el correspondiente reglamento. En este sentido cabe señalar que la uniformidad fijada para este cuerpo era de guerrera y pantalón de paño negro, con cuello y bocamangas rojas y sombrero bicorne de fieltro con galón dorado, que se sustituye, dos años después, por una teresiana de paño del mismo color que el uniforme.

			Para ser admitido en el cuerpo en las categorías de cabo y guardia se fija una edad entre veintidós y cuarenta y cinco años; saber leer y escribir, una talla mínima de 1,67 metros; ser licenciado del Ejército, Armada, Guardia Civil o Carabineros y no poseer nota desfavorable, ni haber sido procesado criminalmente.

			En cuanto a los 100 guardias destinados como auxiliares de la Policía Judicial, podrán ser elegidos libremente, sin atenerse a lo señalado anteriormente.

			La presentación oficial del cuerpo en Madrid tuvo lugar el 29 de marzo de 1871; la refiere La Iberia, que en sus páginas resalta la noticia indicando que la presentación se verificó en el transcurso de una parada celebrada en el Paseo del Prado, donde formaron todos los efectivos, armados con carabinas, que fueron revistados, ante numeroso público, por el gobernador civil de la provincia; tras una serie de evoluciones —suponemos que en orden cerrado—, la fuerza desfiló por la calle Alcalá y la Puerta del Sol hasta el Gobierno Civil, acompañada por la banda de música del Hospicio. Una vez en la sede de la primera autoridad civil de la provincia, los efectivos partieron para cada uno de los distritos donde se encontraban destinados.

			En este acto la fuerza vistió ya su nuevo uniforme, que según podemos deducir por la documentación existente consistía en levita, pantalón y abrigo llamado capote ruso, todo ello en color azul oscuro, y el equipo compuesto de sombrero de tres picos con barboquejo de charol y funda de hule negro, cinturón con chapa dorada y numerada, cartuchera con tirantes, porta-sable, carcax (suponemos que se refiere a la especie de cuja que cuelga del tahalí para alojar el sable y no a la funda de la carabina) con su cordón, palín (debe referirse a la funda de cuero para armas de fuego llamada talín) y pistonera (sic), todo de charol negro.

			La prensa de Madrid, al referirse a este nuevo uniforme, lo describió «exactamente como el de la Guardia Civil, a excepción de los colores de las hombreras, sardinetas, etc., que será rojo en vez de blanco. El machete que usa la Guardia Veterana será sustituido por la espada, y el abrigo de invierno será el capote ruso en lugar del carrik».

			El 29 de junio de 1872, otro decreto restituyó al cuerpo su carácter y estructura enteramente civil, al entender que sus funciones eran enteramente civiles y que los derechos individuales estaban perfectamente contemplados en la legislación vigente, lo que aconsejaba que no estuviera sujeto a otras reglas que no fuesen las normas y procedimientos administrativos.

			En consecuencia, se procedía a su reorganización en lo que a Madrid se refiere, quedando su plantilla en un jefe; tres inspectores-jefes; 12 inspectores de distrito; 14 subinspectores; 40 cabos; 160 guardias de primera y 790 guardias de 2.ª, lo que supone, de hecho, la amortización de las 10 plazas de oficiales de inspección, antes denominados jefes de distrito de la clase subalternos, existentes. Igualmente, los nuevos sueldos permitían una economía para el Erario, no solo como consecuencia de la amortización de las plazas mencionadas, sino también por la reducción en los haberes del jefe del cuerpo y de los subinspectores.

			Al igual que en el decreto del año anterior, de la fuerza total de 990 hombres se detrajeron 100 para auxiliar a la Policía Judicial y prestar servicio de vigilancia a las autoridades que lo precisaran, mientras que los 890 restantes se distribuyeron entre los 10 distritos en los que está dividida la capital y en sus correspondientes prevenciones.

			El cuerpo sigue dependiendo del gobernador civil, de quien depende directamente el jefe del cuerpo; los inspectores-jefes se destinan a mandar los sectores norte y sur en que se divide Madrid, en tanto que el tercero asume el mando, además de los 100 hombres destinados como auxiliares de la Policía Judicial, del personal que preste servicio en las afueras, así como del destinado en las cuatro Subinspecciones que se crean en las estaciones ferroviarias del Norte y Mediodía y en Alcalá de Henares y Aranjuez.

			Por lo demás, la edad mínima aumenta de veintitrés a veinticinco años, manteniéndose la máxima en cuarenta y cinco, al igual que las demás condiciones ya referidas. El resto del articulado es similar al que figura en el decreto del año anterior.

			A partir de 1874 se procede a nombrar un jefe militar para mandar el Cuerpo de Orden Público. De esta forma, en la Gaceta correspondiente al 29 de enero de ese año aparece el nombramiento del coronel de la Guardia Civil Benito Macías y Rueda como jefe del cuerpo en Madrid, con categoría de jefe de administración de tercera clase. El nombramiento se ratifica con fecha 12 de septiembre siguiente.

			Otro decreto de 15 de julio de 1877 resuelve considerar al Cuerpo de Orden Público en provincias como instituto armado a los efectos del artículo 8 de la Ley de Presupuestos, lo que parece indicar que su despliegue se había efectuado.

			Finalmente, con fecha 8 de diciembre de 1883, se autoriza disponer el traslado del personal del Cuerpo de Orden Público a los lugares que se consideren más necesarios, sin limitación de número, clase o provincia, quedando exceptuados aquellos que prestan servicios en el Cuerpo de Seguridad de Madrid, plaza donde el cuerpo ya había cambiado de denominación como consecuencia del real decreto de 6 de noviembre de 1877.

			La policía durante la Primera República

			Tras el breve reinado de Amadeo I de Saboya (1871-1873) y su abdicación a principios de febrero de 1873 se proclama la Primera República. Una experiencia desastrosa para España que, afortunadamente, se prolongó, tan solo, hasta diciembre del año siguiente. 

			El vacío de poder dejado por el rey Amadeo I provocó que los grupos republicanos catalanes y madrileños exigiesen, so pena de sublevarse, la proclamación del sistema republicano, algo a lo que los patrocinadores de esta tendencia política nos tienen lamentablemente acostumbrados, como se demostraría, más tarde, en 1931 cuando, tras ni siquiera aguardar a verificar los resultados de unos comicios municipales, proclamaron de forma unilateral la Segunda República.

			Si desde 1872 se venía desarrollando la Tercera Guerra Carlista (1872-1876), que tuvo sus principales focos en los teatros de operaciones de Vascongadas-Navarra y Cataluña-Levante, a este conflicto civil se le añadió la llamada Guerra Cantonal (1873-1874), provocada por la insurrección, en una parte del territorio nacional, de los grupos republicanos más intransigentes, que condujo a tan pintorescos enfrentamientos como los de Cartagena, autoproclamado Cantón, contra Alicante, o los ataques de las fuerzas de aquel a las localidades albaceteñas de Chinchilla y Hellín y la ciudad de Almería, por citar tan solo algunos tristes ejemplos de lo sucedido en aquellos aciagos días. 

			Como colofón a este periodo de inestabilidad política y social hay que añadir la llamada Guerra de los Diez Años o Guerra Grande (1868-1878), que estaba teniendo por escenario el territorio cubano, que también focalizaba la atención sobre aquella posesión caribeña, amén del desgaste que suponía la remisión de tropas peninsulares a aquellas lejanas posesiones. 

			Si el conflicto cubano y la guerra carlista, además de la falta de apoyo de una buena parte de los sectores del panorama político nacional, fueron las causas que provocaron la abdicación de Amadeo I, la guerra cantonal contribuyó a darle la puntilla a la experiencia republicana, que constituyó un auténtico fiasco. 

			A lo largo de los meses que duró la Primera República se sucedieron un total de siete presidentes del Gobierno, alguno de ellos ostentando el cargo tan solo unos días, lo que da idea de la inestabilidad reinante en España en estos amargos días. 

			Pero si la lista de presidentes es de esta magnitud para un periodo tan corto, no fue menor la de ministros de la Gobernación, cargo que fue ocupado por seis políticos distintos en tan solo veintidós meses.

			Este estado de las cosas tuvo que influir negativamente en la estructura y organización de la policía, que, al igual que el resto de la Administración, sufrió los vaivenes políticos de la época, publicándose sucesivos decretos y órdenes que, poco después, fueron derogados. 

			Con relación a la policía, tras la llamada Revolución Gloriosa de 1868, que finalmente provocó la caída de la dinastía borbónica, se había creado, como hemos visto, el Cuerpo de Orden Público, cuyo decreto fundacional data del 3 de junio de 1870.

			Todo ello prueba que cuando se proclama la Primera República el Cuerpo de Orden Público ya existía, constituyendo una fuerza policial de primer orden, y si nos atenemos a lo contemplado en el decreto de 7 de julio de 1870, poco más de un mes después de su creación formal, estaría ya desplegado, o en vías de hacerlo, por todo el territorio nacional. 

			Sin embargo, tan solo ocho meses después de la proclamación de la Primera República, un decreto del Ministerio de la Gobernación, fechado el 22 de octubre de 1873, reorganizó nuevamente la Policía Gubernativa en todo el territorio nacional, de acuerdo con las siguientes normas: 

			Art. 1.º El cuerpo de policía gubernativa y judicial en todo el territorio de la República se organizará con arreglo a las disposiciones del presente decreto. 

			Art. 2.º La policía gubernativa y judicial comprende los servicios de vigilancia y seguridad que garantizan el orden y amparan todos los intereses, asegurando el cumplimiento de las leyes y el respeto a la moral pública. 

			Art. 3.º La vigilancia y seguridad recomendadas por las leyes a los gobernadores civiles se ejercerán por un cuerpo de delegados que, como representantes de aquellas autoridades, darán cumplimiento a las órdenes que les comuniquen, prestarán los servicios y llenarán las obligaciones que les impongan los reglamentos. 

			Art. 4.º Los delegados jefes de policía en sus respectivas demarcaciones tendrán a sus órdenes los empleados, agentes de vigilancia y guardias de seguridad que desde hoy han de constituir el cuerpo activo de policía gubernativa y judicial. 

			Art. 5.º Los funcionarios de policía que formarán el cuerpo son:

			1.  Los delegados, con la categoría de jefes de negociado. 

			2.  Secretarios y oficiales de delegación, que serán oficiales de administración. 

			3.  Escribientes. 

			4.  Ordenanzas. 

			5.  Vigilantes, que serán los agentes destinados al servicio de Inspección, divididos en primera, segunda y tercera clase.

			6.  Guardias de seguridad de primera, segunda y tercera clase, con organización y disciplina análogas a la de la Guardia Civil conforme a un reglamento especial. 

			Art. 6.º En las provincias donde hubiere número bastante de guardias de seguridad para formar una compañía, serán mandados por oficiales procedentes del Ejército, que elegirá el ministro de la Gobernación, prefiriendo:

			1. A los que hubiesen pertenecido a la Guardia Civil.

			2.  A los procedentes de cuerpos facultativos. 

			3.  A los que gozando de haberes pasivos hubieren prestado mejores servicios en los demás cuerpos del Ejército. 

			Art. 7.º Para ejercer el cargo de delegado de policía será condición indispensable tener el título de licenciado en derecho, siendo siempre preferidos los procedentes de la carrera judicial. 

			Art. 8.º Los secretarios y oficiales se elegirán de la clase de empleados cesantes de la Administración, con buenos antecedentes de probidad y aptitud. 

			Art. 9.º Los escribientes, ordenanzas y vigilantes tendrán la instrucción necesaria para el buen desempeño de sus respectivos cargos; debiendo estos últimos leer y escribir con corrección, y acreditar todos una conducta intachable por los medios que el reglamento determina. 

			Art. 10.º Los guardias de seguridad deberán ser licenciados del Ejército de la clase de sargentos y cabos, o licenciados de la Guardia Civil, que se elegirán según sus hojas de servicios. 

			Más adelante señala que el orden en las poblaciones estará encomendado a los guardias de seguridad que estarán relacionados permanentemente con los vigilantes. 

			El decreto señala que el objeto de la policía es garantizar la seguridad personal y la del domicilio, velar por la conservación del orden público, el respeto a las leyes y a la moral pública, auxiliando al Poder Judicial en la averiguación de los delitos y aprehensión de los delincuentes. 

			Igualmente establece que, en cada capital de provincia que el ministro de la Gobernación determine, se establecerán tantas delegaciones como la importancia de la población exija.

			En este decreto encontramos una referencia clara a la policía de ferrocarriles, lo que con el tiempo conducirá a la creación de Brigada Móvil, señalando que las líneas férreas y sus estaciones serán objeto de una vigilancia especial, ya con delegaciones establecidas con este objeto en las poblaciones en donde el ministro de la Gobernación lo creyese necesario, ya por la sección que de la delegación ordinaria se destine a este servicio bajo instrucciones que al efecto se le comuniquen.

			En cuanto a las funciones de las delegaciones, se señala que formarían el padrón general del vecindario en sus respectivas demarcaciones, los padrones por clases, los registros de movimiento de la población, los de transeúntes, Policía Judicial y los reservados de que hubiera necesidad. También formarán estadística referente a los objetos especiales del servicio de policía.

			Más adelante, indica que el servicio de seguridad tendrá como cometidos impedir la agresión a las personas, los ataques al domicilio, toda ciase de desórdenes y escándalos, mantener expedita la vía pública para la cómoda circulación del vecindario y ejecutar todas las órdenes de la autoridad que tiendan al cumplimiento de las leyes.

			El ingreso en el cuerpo se podría realizar por las escalas de delegados, secretarios y oficiales, ordenanzas y vigilantes y guardias de seguridad.

			La orgánica del Cuerpo, en lo que a Madrid se refiere, queda articulada de la siguiente forma:

			1.  Dos delegados superiores, uno de ellos tendrá a su cargo los padrones y registros que han de llevarse en la Sección Central del Gobierno Civil, siendo el jefe inmediato de los agentes de vigilancia; el otro tendrá a su cargo cuanto haga relación con los servicios de seguridad, siendo el jefe inmediato de la fuerza destinada a este objeto. 

			2.  Siete delegados, a cuyo cargo estarán igual número de demarcaciones en que para los efectos del servicio se considera dividida la población de Madrid. 

			3.  Siete secretarios, oficiales de administración de primera y segunda clase. 

			4.  32 oficiales de administración de tercera, cuarta y quinta clase. 

			5.  32 escribientes, aspirantes de primera y segunda clase. 

			6.  400 agentes para el servicio de inspección y vigilancia, ejercida en la forma que el reglamento determina. 

			7.  800 guardias de seguridad pública con la organización y disciplina determinada en el reglamento. 

			8.  18 ordenanzas. 

			9.  Los jefes de la Guardia de Seguridad serán: un comandante con el carácter de delegado superior; cinco capitanes, cinco tenientes y 10 subtenientes. 

			Se advierte claramente la voluntad de mantener un solo cuerpo con dos ramas diferenciadas, una de estructura civil, dedicada por entero a la investigación, y otra de organización militar, provista de mandos castrenses, destinada al mantenimiento del orden público.

			En esa misma fecha se publicó el Reglamento Orgánico de la Policía Gubernativa y Judicial. Este reglamento, además de definir el objeto y organización de la policía, de lo que ya hemos hablado, recogía las funciones asignadas a cada uno de sus integrantes.

			A los delegados, como jefes de policía en su distrito o demarcación, les correspondía vigilar el cumplimiento de las obligaciones que el decreto orgánico y los reglamentos imponían a los funcionarios a sus órdenes; acudir personal y diariamente al Gobierno Civil para dar el parte ordinario y recibir las órdenes pertinentes; cuidar de que la vigilancia en el distrito se ejerciera constantemente y con acierto, y ejercerla por sí mismos especialmente en los puntos de frecuente concurrencia, en toda clase de establecimientos públicos y en los centros de corrupción; acudir inmediatamente a todos los sucesos y accidentes que ocurriesen en el distrito y de que se les diese conocimiento en el acto; levantar acta en los casos de delito y todo lo concerniente a la averiguación del mismo y sus autores.

			También señalaba las funciones de carácter burocrático que se asignaban a secretarios, oficiales, escribientes y ordenanzas; sin embargo, lo que realmente resulta interesante es conocer las funciones asignadas al personal operativo, vigilantes y guardias de seguridad: 

			Los vigilantes desempeñarán siempre su servicio en la misma demarcación, en la que deberán tener su domicilio. Ejercerán sus funciones relevándole por mitad en los barrios de sus respectivos distritos todos los correspondientes a cada delegación, y con arreglo a los turnos señalados por el secretario. Igualmente, podrán reclamar el auxilio que necesiten de los guardias de seguridad, los municipales, serenos, etc., en los casos que lo requieran, así como para obtener las noticias y datos que acerca de los sucesos o antecedentes personales sirvan para completar su servicio.

			Los servicios de vigilancia, en cuanto conciernen a materia de policía en asuntos judiciales o de otro carácter especial, los desempeñarán los vigilantes con arreglo a las instrucciones particulares y reservadas que reciban, siendo responsables de la falta de reserva en que pudieran incurrir. 

			En cuanto a los guardias de seguridad, como instituto militar en cuanto a sus servicios, ya por parejas, ya en pelotones al mando de sus jefes, gozarán de las prerrogativas que como fuerza armada en servicio les corresponde. 

			Las parejas de guardias custodiarán, constantemente, la vía pública para cumplir los objetivos que les corresponden, teniendo señalada una zona en la demarcación que la recorrerán constantemente. Igualmente, prestarán auxilio en todos los casos en que se les reclame, y lo harán con sujeción a las órdenes que reciban cuando lo reclame el delegado del distrito y cualquiera otra autoridad que se dé a conocer debidamente. El auxilio a los particulares se limitará a lo que antes queda prescrito, y a dar inmediato conocimiento al delegado si fuere necesaria su concurrencia.

			Tanto para el servicio de seguridad como para el de vigilancia, los barrios del distrito estarán numerados, y la numeración servirá de guía a los guardias para los casos en que sobre ella haya de apoyarse la realización de algún servicio. 

			El Cuerpo de guardias de seguridad se regirá en todo lo demás por las instrucciones especiales que los gobernadores dicten para el más exacto cumplimiento de lo prescrito en el reglamento. 

			El 23 de diciembre de 1873 la Gaceta publicó una orden por la que se creaba y se estructuraba esta fuerza policial en las ciudades de Barcelona y Sevilla, refiriendo el personal de dotación en cada una de ellas.

			Sin embargo, como casi todo en la Primera República fue efímero, algo similar sucedió con esta experiencia policial, ya que el 11 de enero de 1874 un nuevo decreto, fundamentado en las circunstancias de agitación interior, guerra civil y constante alteración del orden dentro del territorio nacional, derogó el de 22 de octubre anterior, reestableciendo, de manera provisional, el del 20 de febrero de 1871, reorganizador del Cuerpo de Orden Público.

			La Policía Gubernativa 

			Tras el pronunciamiento del general Arsenio Martínez Campos en Sagunto, el 29 de diciembre de 1874, comienza la denominada Restauración borbónica, con la subida al trono de Alfonso XII, poniendo fin a la desastrosa Primera República.

			Este periodo se prolonga hasta el 14 de abril de 1931, fecha en la que se proclama la Segunda República. 

			Durante estos casi cincuenta y siete años fueron muchos los cambios operados en la orgánica y estructura de la policía española, llegando a considerarse que marcan la fecha de nacimiento de la policía moderna.

			Un real decreto fechado el 6 de noviembre de 1877 constituye el primer instrumento cuyo desarrollo y evolución nos permitirá avanzar durante este periodo. Se trata de la creación de la Policía Gubernativa y Judicial.

			El decreto, en su prólogo, señala que «la experiencia, y la razón de consuno, han venido a demostrar que un cuerpo de empleados organizado bajo un régimen mixto entre militar y civil, es un término medio muy aceptable entre un cuerpo de paisanos con organización completamente civil y un batallón de soldados especiales sujetos a la ordenanza y gozando de fuero de guerra; porque los simples paisanos son generalmente descuidados y flojos, no tienen nunca bastante unidad de acción y no saben someterse a rigurosa disciplina; mientras los verdaderos soldados, por la rígida severidad de la ordenanza, carecen de cierta flexibilidad que se necesita para estar a toda hora en contacto inmediato con el pueblo».

			Este decreto establecía que la Policía Gubernativa estaría integrada por los cuerpos de Vigilancia y Seguridad.

			Efectivamente, no se trataba de denominaciones nuevas ya que el Cuerpo de Vigilancia, como instrumento civil al servicio del Ministerio de la Gobernación, ya existía como hemos visto, y el Cuerpo de Seguridad no es otra cosa que la modificación de una denominación para identificar al otro cuerpo, en este caso de estructura militar, formando el sistema mixto del que habla el texto.

			Como hemos señalado con anterioridad, esta bicefalia en la estructura policial ha sido una constante que ha llegado hasta el año 1986, en que se creó el Cuerpo Nacional de Policía, confluyendo en uno solo los dos existentes hasta entonces.

			Llegados a este punto, parece conveniente insistir, según nuestra opinión, en que los cambios de denominación, de uniformidad, de emblemática, de organización, de los que ha sido objeto la policía a lo largo de su historia han actuado en menoscabo de la institución, toda vez que tales modificaciones han provocado, en ocasiones, confusión en el cuerpo social. No sucede los mismo con otros institutos que se han mantenido incólumes, adaptándose, eso sí, a cada instante histórico y que gozan de gran prestigio, manteniendo esa necesaria identificación con la sociedad desde la fecha de su creación.

			No significa en absoluto que la policía no sea depositaria de este reconocimiento público. Sin embargo, en el sentir popular se ha creado una gran confusión que tan solo ha permitido relacionar a la sociedad, en cada uno de los momentos históricos, con la denominación concreta usada por el cuerpo en aquellas fechas sin una clara perspectiva de herencia histórica.

			El citado decreto de 6 de noviembre de 1877 estableció, entre otras cosas, las funciones asignadas a cada uno de los cuerpos integrantes de la Policía Gubernativa.

			De un lado, el de Vigilancia tenía por objeto «el conocer todos los elementos del mal que existan en la población, con el fin de impedir en lo posible la comisión de delitos; auxiliar la acción judicial en el descubrimiento de aquellos y en la captura de sus autores». Igualmente, se le asignaba la función del control del movimiento de la población. 

			Por su parte, el de Seguridad tenía como finalidad «amparar dentro de la población a las personas, los domicilios y los bienes de los ciudadanos; mantener el orden y la libertad de circulación en la vía pública. Conservar el orden en las reuniones al aire libre, en los paseos, en los teatros y demás diversiones públicas, en los cafés y en los establecimientos de venta de bebidas y comidas, así como prestar auxilio a toda autoridad y personas que le reclame para evitar un mal, impedir un delito o aprehender un delincuente».

			El mando supremo de ambos cuerpos lo ostentaba el ministro de la Gobernación, como jefe superior de Policía de Madrid.

			El servicio asignado al Cuerpo de Vigilancia sería prestado por empleados civiles, auxiliados por suficiente número de subalternos. Los unos y los otros, para ser nombrados, habrían de tener las condiciones que marcaban los reglamentos; no podrían ser separados de sus destinos sino en virtud de propuesta fundada de sus jefes inmediatos, apoyada por los jefes superiores, y los separados en esta forma nunca podrían volver al cuerpo. 

			En cuanto al Cuerpo de Seguridad, estaba organizado a imitación de los cuerpos militares.

			El Cuerpo de Vigilancia era el responsable de llevar los siguientes registros: Padrón general del vecindario; registro del movimiento de la población; registro de extranjeros transeúntes; registro de reclamados por la autoridad y registro de sirvientes de todas clases. 

			Como se observa, una parte de estas funciones han llegado inclusive hasta nuestros días, como funciones específicas asignadas a la Policía Nacional.

			Se consideraban auxiliares de la Policía Gubernativa los agentes especiales que tuviese el Ayuntamiento para el cumplimiento de las ordenanzas municipales; los serenos y toda clase de vigilantes nocturnos, así públicos como particulares; los porteros de las casas y establecimientos de todas clases, públicos y privados, y los dependientes de consumos.

			Al igual que en otras disposiciones organizadoras de la policía de Madrid, se consideraba la capital dividida en diez distritos, contando cada uno de ellos con una delegación de vigilancia, y una prevención de seguridad, con un capitán al frente.

			Con fecha de 15 de febrero de 1878 se publicó el Reglamento Orgánico de los Cuerpos de Seguridad y Vigilancia de Madrid, al que hacía alusión el decreto de 6 de noviembre del año anterior.

			Este reglamento, compuesto por 63 artículos, divididos en cuatro títulos, dicta las normas por las que ha de regirse la Policía Gubernativa, creada el año anterior.

			El título I hace referencia al personal de ambos cuerpos, estableciendo que el cuerpo de vigilancia estará integrado por un jefe de vigilancia; 10 delegados; cuatro inspectores especiales; dos inspectores para las estaciones de ferrocarril; 10 inspectores de distrito; 16 subinspectores; 20 escribientes; 30 vigilantes de primera y 170 vigilantes de segunda.

			Seguidamente, el reglamento describía los requisitos exigidos y la forma de nombramiento y las funciones asignadas a cada una de las categorías. De igual modo, prevé la creación de una oficina central de vigilancia, así como la de las delegaciones respectivas en cada uno de los distritos, indicando que sobre la puerta de la dependencia se instalara un cartel en el que figurasen las armas reales y la leyenda «Delegación de Vigilancia» —la «delega» a la que se alude tantas veces en las obras del género chico—, permaneciendo abierta entre las ocho y las doce de la mañana, y de las dos a las cinco de la tarde.

			En cuanto al Cuerpo de Seguridad, indicaba que estaría formado por un jefe militar, con categoría no inferior a teniente coronel, en situación de activo o en reserva, así como 11 capitanes, 10 tenientes, 10 alféreces, 11 sargentos, 32 cabos, 300 guardias de primera y 800 de segunda.

			Los capitanes, tenientes y alféreces, serían nombrados de entre los de igual empleo del Ejército, Guardia Civil o Cuerpo de Orden Público. Se disponía que, en lo sucesivo, los ascensos se verificasen «en sus dos tercios por rigurosa antigüedad, y la tercera entre los de igual empleo de la Guardia Civil que pretendan acceder al Cuerpo de Seguridad».

			Por lo que respecta a los alféreces, el reglamento señala que la mitad se cubrirán «por promoción interna entre los sargentos que lleven cuatro años de servicio en el cuerpo, sin anotación de falta alguna, buena calificación, haberse distinguido por su actitud para el mando y por su porte decoroso y atento y haber obtenido, durante este tiempo, al menos dos premios».

			Las otras cinco vacantes de este empleo serían cubiertas por alféreces de la Guardia Civil que solicitasen su ingreso en el Cuerpo de Seguridad.

			Los sargentos, cabos y guardias formaban un escalafón específico. «El ingreso al cuerpo se verificará por el empleo de guardia de segunda, exigiendo haber servido en el Ejército, con licencia limpia; saber leer y escribir; medir 1,673 metros de altura; gozar de la robustez necesaria para el servicio y observar buena conducta moral y política».

			Los siguientes artículos referían las exigencias para la separación del servicio.

			Este reglamento mostraba preocupación por la formación del personal y el conocimiento exacto de sus funciones, por ello, el artículo 21 señalaba que «a fin de que los sargentos, cabos y guardias adquieran completa instrucción en sus deberes, habrá academia dos veces a la semana, en el local mismo de la prevención, que durará una hora y será presidida por el capitán o el teniente». 

			El título II refiere las atribuciones y deberes de cada uno de los cuerpos integrantes de la Policía Gubernativa y de sus componentes.

			El título III alude a que los auxiliares de la policía, los alcaldes de barrio, los agentes municipales, los empleados del impuesto de consumos y cualquier otro dependiente armado que tenga el Ayuntamiento, están obligados a prestar toda su cooperación o auxilio al delegado, al inspector y subinspector de vigilancia, y al jefe y a los oficiales del Cuerpo de Seguridad. Esta misma obligación tienen los serenos y los porteros.

			El título IV fija las recompensas y castigos a que quedan sujetos los individuos que integran la Policía Gubernativa.

			En cuanto a las recompensas, señala lo siguiente:

			Se establecen dos premios de a 1.000 pesetas, uno para los delegados y otro para los capitanes: cuatro de 500, dos para los inspectores y subinspectores y otros dos para los tenientes y alféreces; y diez de 550, tres para los vigilantes y siete para los sargentos, cabos y guardias, que se distribuirán todos los años a los individuos de cada uno de los cuerpos, en la forma siguiente: 

			1.  En enero se constituirá un tribunal compuesto por el gobernador de la provincia y su secretario, el jefe de vigilancia y el jefe de seguridad, presididos por el ministro de la Gobernación, o en representación de este por el subsecretario. 

			2.  Este Tribunal examinará, en el espacio de dos días, los libros de conducta del personal de uno y otro cuerpo de policía, y sirviendo de ponente el jefe respectivo, decidirá por votación secreta cuál es el individuo de cada uno de ellos que merece el premio correspondiente. Si ninguno lo mereciera, se declarará así, y el premio no se adjudicará. 

			3.  El tribunal entregará a los premiados el día 5 de enero, en sesión pública, un documento en que conste la distinción que han obtenido. 

			El individuo de cualquiera de los dos cuerpos que gane tres premios tendrá derecho al aumento de la décima parte del sueldo que goce al ganar el último; y caso de ascender de categoría o empleo, continuará percibiendo esta cantidad. 

			Si posteriormente gana otro premio, la décima parte de retribución se computará sobre el sueldo que tenga al ganarlo. 

			Los primeros pasos de la Policía Científica

			Para todos es coincidente la fecha de creación del primer gabinete de identificación de la policía española o lo que es lo mismo, el inicio de la Policía Científica en España.

			El origen de esta excepcional medida para mejorar los medios de la lucha contra la delincuencia hay que buscarlo en la determinación adoptada por el Gobierno Civil de Barcelona de crear, en 1885, el primer Gabinete Antropométrico y Fotográfico con fines identificativos.

			La razón de que este gabinete, el primero creado en España, se funde en Barcelona, puede deberse a dos motivos, de una parte, el alto índice de criminalidad de la ciudad, debido al trasiego de personas procedentes de los países europeos y la permeabilidad de la frontera con Francia, y de otra, tal vez la más plausible, su proximidad con el país vecino, en cuya capital el policía Alphonse Bertillon, instauró, en 1882, un sistema de identificación en la policía parisina.

			En este gabinete se comenzaron a utilizar las tarjetas de identificación, alguna de las cuales se conserva, que incluían, además de sendas fotografías, de frente y de perfil derecho; el nombre y apellidos, la naturaleza y profesión del reseñado, así como la especialidad delictiva por la que fue detenido y la fecha de la reseña.

			Igualmente, en otra tarjeta adjunta, constaba una descripción del detenido, visto de frente, que incluía altura, color de ojos, pelo y, en su caso barba, cejas, hombros y color de la piel, así como visto de perfil, resaltando los rasgos de la nariz y de la oreja derecha, boca, mentón, forma de la cabeza, y visto en su conjunto, cuello, actitud, acento, aspecto general y presunción del estado civil. Finalmente, había un apartado para señas particulares. 

			La iniciativa del Gobierno Civil barcelonés no constituyó una acción aislada, ya que, al año siguiente, siguiendo esta estela, fue creado el Servicio de Identificación Judicial, mediante decreto del Ministerio de Gracia y Justicia de 10 de septiembre, que disponía la creación «en las cárceles del Reino del Servicio de Identificación Antropométrico, según el sistema de Bertillon».

			Andando más en el tiempo, el real decreto de 9 de septiembre de 1907, en su artículo 7, establece la creación de la Escuela de Policía para los Aspirantes a agentes del Cuerpo de Vigilancia, que se regirá por el reglamento aprobado el 11 siguiente, nombrando a José Millán Astray comisario general de Vigilancia, como su primer director y profesor de prácticas de servicio.

			En esta misma real orden se disponían los nombramientos del profesorado, asignando al doctor Federico Olóriz Aguilera el Departamento de Fotografía y Antropometría.

			La escuela se inaugura oficialmente el 11 de enero de 1908, contando con la presencia del ministro de la Gobernación, Juan de la Cierva y Peñafiel.

			El 31 de agosto de ese mismo año, continuando con la apuesta por la mejora de la formación policial, se inauguraba la Escuela Teórico-Práctica de Barcelona, nombrando a Rafael García, jefe de la sección antropológica de la cárcel celular, como profesor de antropometría. 

			En 1909 el doctor Olóriz Aguilera editó una guía para cumplimentar las tarjetas de identificación, distribuyéndola entre los alumnos de la Escuela de Policía, que comenzaron a trabajar con este sistema.

			Posteriormente, el 12 de enero de 1911, la Orden General dispone que se edite el «Registro Manual de Identidad» del Dr. Olóriz Aguilera «y se entregue a cada uno de los miembros del Cuerpo de Vigilancia, para su estudio e inmediata implantación de este sistema, estableciendo las pautas que deben seguir los usuarios del documento para su conocimiento y conservación, así como la calificación de reservado a la que queda sujeto dicho texto».

			El 25 de junio de 1911 marcó otro hito en lo que a los inicios de la Policía Científica se refiere, comenzando a funcionar en la Jefatura Superior de Policía de Madrid el Servicio de Identificación Dactiloscópica y disponiéndose la publicación del «Registro Manual de Identidad» para facilitar los servicios de la policía, con los medios más modernos para la identificación de personas.

			Inicialmente, solo se ocupaba de la reseña de los detenidos, mediante uso de tarjetas alfabéticas y dactiloscópicas, no siendo hasta el año siguiente cuando se incorpora la fotografía a la reseña policial.

			A partir de este año, se inició de forma paulatina el despliegue de los gabinetes de identificación por diferentes plantillas del Cuerpo de Vigilancia de la geografía nacional, habiendo constancia, por ejemplo, de que en la Inspección de Vigilancia de La Coruña se registra la primera reseña fotográfica a un detenido, en el mes de septiembre de 1915, utilizando un equipo de filmación «Bertillon». 

			En 1921, y como consecuencia del asesinato del presidente Eduardo Dato, se produjo una reorganización de la Policía Gubernativa, por la que se creó la Dirección General de Orden Público, transformando el Gabinete de Identificación de Madrid en Gabinete Central y ordenando a los gabinetes de provincias que remitieran un duplicado de las fichas obtenidas, lo que supuso un importante avance a la hora de impedir que un simple cambio de los datos de identidad de los delincuentes les permitiese eludir las reclamaciones que pesaban sobre ellos. 

			Ese mismo año se creó en el Gabinete Central un laboratorio de técnica policial, centrado en el estudio de las huellas, rastros o indicios que el investigador encuentra en el escenario de la comisión de cualquier hecho delictivo. Se iniciaba con ello el desarrollo de las inspecciones técnico-policiales, conocidas como inspecciones oculares.

			Para estas inspecciones comenzaron a utilizarse los maletines, donde los investigadores transportaban los elementos necesarios para realizarlas. El ejemplar más antiguo, debidamente numerado, data de 1930 y lo posee la Comisaría General de Policía Científica; en su interior se trasladaba diverso material que servía para el revelado de huellas, el levantamiento de planos, manipulación y conservación de pruebas, etc.

			El desarrollo de la Policía Científica se convirtió, desde entonces, en un fenómeno imparable, hasta el punto de que en los años finales de la década de los veinte del pasado siglo se dictaron normas para la organización y funcionamiento de los gabinetes y el Reglamento Orgánico de 1930 estableció sus funciones.

			En 1934, ya contaba la policía española con 200 gabinetes de identificación distribuidos por todo el territorio nacional, con capacidad para la realización de reseñas e inspecciones oculares. 

			Otro hito importante en la evolución de la Policía Científica fue el reconocimiento expreso del carácter oficial del Servicio de Identificación de la Dirección General de Seguridad, así como de las reglas a que debían regir las relaciones de los gabinetes provinciales y locales con el central, de acuerdo con un decreto fechado el 14 de noviembre de 1934. 

			La Dirección General de Seguridad

			Pocos meses después de la muerte de Alfonso XII y el acceso al trono de Alfonso XIII, rey de España desde su nacimiento bajo la Regencia de su madre María Cristina de Habsburgo, se publicó el real decreto por el que se creaba la Dirección General de Seguridad. 

			Si con anterioridad vimos que, en marzo de 1858, se creaba una Dirección General de Seguridad y Orden Público, cuya vida no rebasó los siete meses, ahora encontramos un nuevo intento de dar vida a un órgano directivo encargado de gestionar los asuntos de la seguridad y del orden público, creando un centro directivo superior de la policía.

			Así, un real decreto, fechado el 26 de octubre de 1886 dispone la creación, dentro del Ministerio de la Gobernación, de la Dirección General de Seguridad.

			La necesidad de este organismo se justifica, de un lado, por el incremento de los derechos de los ciudadanos, que exige velar más por sus libertades, y de otro por la exigencia de un mayor celo en el cumplimiento del deber por parte de los funcionarios policiales, asignándole la organización y ejecución de los servicios policiales asignados a los cuerpos de Vigilancia y Seguridad en que se divide la Policía Gubernativa.

			Sin duda, la nueva organización policial, creada al amparo del decreto de 6 de noviembre de 1877, a base de dos cuerpos con sus respectivas cadenas de mando, una civil y otra militar, contando con un mando supremo en la persona del ministro, exigía la creación de un escalón intermedio en el que confluyese la capacidad de toma de decisiones como órgano superior de dirección. 

			De ahí que al director general, como delegado del ministro de la Gobernación, se le asignen las funciones que le corresponden de acuerdo con su cargo; además de ello, atenderá todo lo relativo a la seguridad pública, entendiéndose directamente con todas las autoridades civiles, judiciales y militares, así como con los representantes de España en el extranjero. Igualmente, de acuerdo con los reglamentos correspondientes «dará posesión de su cargo a los funcionarios de los cuerpos de Vigilancia y Seguridad, imponiéndoles, cuando proceda, los correctivos reglamentarios por la comisión de faltas graves».

			También será función del director general, entre otras cosas, «inspeccionar, auxiliado por los inspectores generales, los servicios policiales en las provincias, proponiendo las medidas necesarias para su optimización y la firma de las reales órdenes comunicadas expedidas por el ministerio».

			Por su parte, correspondía a los gobernadores civiles respectivos el mando de los cuerpos de Seguridad y Vigilancia en sus demarcaciones provinciales.

			El Cuerpo de Seguridad se organizaba en las provincias a imagen de la organización y estructura que mantenía en Madrid. En cuanto a sus jefes y oficiales, disfrutarían del sueldo que les correspondía en el Ejército con la gratificación que se determinase entre los ministerios de Gobernación y de la Guerra.

			Como órgano superior de mando y dirección, a esta nueva dirección general se le asignó una serie de personal, nombrado por el ministro de la Gobernación entre funcionarios de la Administración Civil y Judicial, del Ejército y Guardia Civil, «licenciados en derecho que hayan prestado servicio en el ministerio más de cuatro años, empleados con más de cuatro años de antigüedad en el ramo de orden público, guardias o agentes de orden público que se hayan distinguido prestando servicios muy especiales».

			Pese a que el proyecto parecía lo suficientemente sólido como para salir adelante, la vida de esta dirección general tan solo se prolongó hasta el 7 de julio de 1888, en que fue disuelta.

			El reglamento de los cuerpos de Vigilancia y Seguridad

			Con fecha 18 de octubre de 1887 se publica un nuevo reglamento, que deroga las disposiciones anteriores, por el que han de regirse los cuerpos de Seguridad y Vigilancia, que tienen por objetivo extenderse por toda España en el menor plazo posible.

			Igual que sucediera en el reglamento de 1877, la Policía Gubernativa queda dividida en dos secciones: la de Seguridad y la de Vigilancia, teniendo por objeto mantener el orden público y garantizar la libertad, la propiedad y la seguridad individual.

			Al referirse a la sección de Seguridad, el artículo 2 señala que sus funciones son mantener el orden público; hacer cumplir los reglamentos; evitar la comisión de hechos delictivos, accidentes y siniestros; prestar auxilio a las víctimas; garantizar la propiedad y la libertad de las personas; mantener el orden de la circulación en la vía pública, así como en reuniones, espectáculos y establecimientos y prestar auxilio a las autoridades y personas que lo reclamen.

			Respecto a la sección de vigilancia, el artículo 3 del texto le asigna como funciones «averiguar los delitos públicos y practicar las diligencias necesarias para comprobarlos y descubrir a los delincuentes; recoger los efectos y adquirir las pruebas de aquellos, poniéndolos a disposición de la autoridad judicial; practicar las mismas diligencias con respecto a los hechos que solo pueden perseguirse a instancia de parte, si al efecto fuesen requeridos; hacer las investigaciones prejudiciales; cumplir los servicios que les encomienden, referidos a sus funciones, los funcionarios del Ministerio Fiscal y judiciales y demás autoridades competentes, y, por último, formar el padrón de vigilancia y llevar los registros determinados en el reglamento».

			Los artículos comprendidos en las secciones 3.ª, 4.ª y 5.ª hacen referencia, respectivamente, a la Dirección General de Seguridad, creada el año anterior, como centro organizador y coordinador de la policía; a los inspectores generales, a quienes se les encarga la corrección disciplinaria de ambos cuerpos, su inspección en las provincias e investigar el comportamiento de los integrantes de los dos institutos, así como a la competencia de los gobernadores civiles, quienes asumen el mando de ambos cuerpos en sus respectivas demarcaciones provinciales.

			El capítulo II está dedicado al Cuerpo de Seguridad, del que dice que asumirá las funciones descritas en el artículo 2 del Reglamento, cesando su función cuando sea «evitado el mal, auxiliado a la víctima, mantenido el orden público o la libertad en la circulación, evitando desordenes, escándalos o interceptación de la vía pública».

			Igualmente señala que, una vez concluida su intervención, procederán, si es posible, a la conducción del autor o autores ante el jefe o inspector del Cuerpo de Vigilancia a cuyos integrantes auxiliarán cuando así se les solicite.

			Al referirse a las funciones del jefe de seguridad, dependiente directamente del gobernador civil, señala que se constituye en su transmisor de órdenes y en el responsable de todos los servicios ejecutados tanto por el personal del Cuerpo de Seguridad como por los inspectores y agentes del de Vigilancia, en el caso de estos últimos cuando la autoridad provincial así lo determine. Se trata, pues, de otro antecedente de los jefes superiores de Policía, a cuyas órdenes, aunque con ciertas limitaciones, se encuentra todo el personal policial.

			Dirigirá la Oficina Central de Seguridad e inspeccionará todos los distritos y prevenciones. Resolverá todas las dudas que puedan surgir relativas al servicio; corregirá las faltas que pueda observar; distribuirá, de acuerdo con el gobernador, las fuerzas bajo su mando y será responsable de todas aquellas faltas cometidas por sus subordinados que se acredite no hubiese corregido oportunamente.

			Del artículo 33 en adelante describe las funciones del teniente coronel jefe del Cuerpo de Seguridad de Madrid, del que dice que asumirá las funciones de jefe de cuerpo por ausencia de su titular, así como las de los comandantes, capitanes y subalternos 

			La sección primera del capítulo III se refiere a las clases y guardias, señalando que habrán de ser mayores de veinticinco años y menores de cuarenta y cinco, pudiendo permanecer en activo, si las condiciones físicas se lo permiten, hasta los sesenta. Se requiere haber servido en el Ejército, Guardia Civil o Carabineros, acreditar buena conducta, no haber sido procesado criminalmente, saber leer y escribir correctamente, tener una buena constitución física y una altura no inferior a 1,660 metros. 

			Los individuos que reunieran estas condiciones podrían ingresar, con carácter provisional, a prueba durante tres meses, transcurridos los cuales, si el informe de sus capitanes o subalternos era favorable, podrían formalizar un compromiso por tres años, renovable, que no podría ser cancelado salvo por enfermedad debidamente acreditada, considerando el tiempo de servicio en el cuerpo como prestado al Ejército de acuerdo con lo dispuesto en la real orden de 20 de agosto de 1872.

			«La comisión de faltas que hagan indigna su pertenencia al cuerpo se sustanciará con la apertura del correspondiente expediente de expulsión, lo que impedirá optar nuevamente a su ingreso tanto en el Cuerpo de Seguridad como en el de Vigilancia. Caso de tratarse de la comisión de algún delito o falta tipificados en el Código Penal se pondrá en conocimiento de la Autoridad Judicial». 

			Más adelante, el reglamento enumera las faltas, leves y graves, en las que pueden incurrir los individuos del cuerpo, así como los premios y recompensas a las que se harán acreedores, que van desde su publicación en la Orden General, la concesión de una mención honorífica, la propuesta para una condecoración, hasta reconocerle el derecho a ocupar la primera vacante que se produzca en el empleo superior al que ostenta hasta el de sargento primero. Como se colige fácilmente y se verá seguidamente, la intención de que el personal procedente de clases pudiera alcanzar empleos de oficial se ve truncada en este reglamento.

			La sección cuarta dispone que los ascensos, salvo a los empleos de jefes y oficiales, se harán por antigüedad, concurso o libre elección entre los del empleo inmediatamente inferior. Posteriormente refiere las pautas a seguir para los ascensos de acuerdo con los sistemas aludidos.

			Las secciones quinta y sexta hacen referencia a licencias y a obligaciones de las clases y guardias, al carácter del servicio, lugares objeto de especial vigilancia, forma de realizar los servicios, limitaciones legales a la hora de ejecutarlos de acuerdo con la normativa vigente, obligación de prestar auxilio al Cuerpo de Vigilancia y todo lo relativo a servicios ordinarios, servicios de prevención y puestos fijos, piquetes y otras tareas.

			En cuanto al Cuerpo de Vigilancia, establece que estará integrado por las secciones centrales de los gobiernos civiles de Madrid y Barcelona y por los inspectores, subinspectores y agentes de cada provincia.

			Como curiosidad, podemos señalar que, de acuerdo con este reglamento, la sección de vigilancia está integrada por las categorías de inspectores de distrito en Madrid; inspectores especiales en Madrid; subinspectores en Madrid, e inspectores de primera, 2.ª, 3.ª y 4.ª clase y agentes de primera y 2.ª. 

			El ingreso al cuerpo se podrá verificar desde el empleo de agente de 2.ª de acuerdo con los requisitos establecidos: mayores de veinticuatro años y menores de cuarenta y cinco, saber leer y escribir, no haber estado incurso en procedimiento penal salvo que de él existiese sentencia firme absolutoria o de sobreseimiento, probar conducta intachable, no haber sido separado por expediente o falta grave de los cuerpos de Seguridad, Vigilancia u Orden Público. Tendrían preferencia los pertenecientes al Cuerpo de Seguridad o los empleados del ramo de Gobernación, así como licenciados del Ejército, Guardia Civil o Carabineros. Este personal podría permanecer en el cuerpo hasta los sesenta años.

			El personal podría ascender a los empleos superiores por antigüedad, concurso o libre elección, de acuerdo con el artículo 111.

			Los que quisieran optar directamente desde fuera del cuerpo al empleo de inspector de distrito de Madrid, debían reunir los siguientes requisitos como establece el artículo 114: haber sido juez de Instrucción, abogado o fiscal; haber sido secretario de Audiencia Criminal; haber ejercido la abogacía al menos durante seis años; haber obtenido el empleo de teniente en el Ejército o en los cuerpos de la Guardia Civil o Carabineros, y haber pertenecido a la Administración en el ramo de Gobernación con la categoría de oficial, entre otros.

			Para los demás empleos de subinspector e inspector se exigía ser licenciado en derecho; haber servido en el Ejército, Guardia Civil o Carabineros al menos con el empleo de alférez; ser oficial de sala o escribano de actuaciones en juzgados de instrucción o término, entre otros requisitos que recoge el artículo 115. 

			Los artículos del 120 al 127 recogían las faltas y su corrección, así como las recompensas a las que se podrían hacer acreedores los integrantes del cuerpo.

			En los artículos del 128 al 140 se establecían las obligaciones de los inspectores de distrito dentro de sus respectivas demarcaciones y de los demás inspectores con relación al ejercicio del cargo y del 145 al 150 se determinaban las obligaciones de los agentes de vigilancia. 

			De nuevo, en este reglamento se hace expresa alusión a la policía de ferrocarriles, refiriendo tanto la vigilancia en las estaciones como a bordo de los diferentes trenes, con el fin de detectar la presencia de personas de conducta dudosa y conocer el destino al que se dirigen; evitar la comisión de hechos delictivos en estaciones e identificar a reclamados. Estas funciones siguen plenamente vigentes en la actualidad y están asumidas por la Brigada Móvil o Policía en el Trasporte, integrada en la Jefatura de Unidades Especiales de la Policía Nacional.

			Igualmente, se hacía referencia a la vigilancia en los puertos, asignada a los inspectores y vigilantes del Cuerpo de Vigilancia, que tendrían como misiones, además de cooperar con las autoridades navales, recorrer los muelles evitando la comisión de hechos delictivos y controlar a los pasajeros.

			Finalmente refería las funciones en materia de control de armas y explosivos y la vigilancia y protección de menores. 

			En las disposiciones generales se alude a la forma de realizar los servicios, la reserva exigida en el ejercicio de sus funciones, el tratamiento de detenidos y los cometidos específicos en diferentes supuestos. 

			La Cartilla de Uniformidad de 1887

			El estudio de la evolución de la uniformidad de un cuerpo supone, de alguna manera, analizar un poco ese trozo de alma que se asoma a los ojos del observador permitiéndole acceder a su etiología; colores, hechuras o formas de los uniformes guardan íntima relación con aquello que se espera, la razón de ser, de los hombres y mujeres que los visten e incluso de la función que para ellos les ha asignado el Estado. Por ello, si conocemos la forma de vestir de una institución conoceremos también una buena parte de su historia y evolución.

			Todas las modas, y en materia de uniformidad no puede ser de otra manera, suponen ajustar la vestimenta a nuevas corrientes imperantes que sirven como modelo o simplemente constituyen la respuesta a unas exigencias sociales, estéticas o de operatividad que demandan esos cambios. En cualquier caso, la experiencia que provoca la evolución de los tiempos trae como consecuencia lógica, al menos en lo que se refiere a las formas de vestir de los cuerpos e institutos armados, que las modificaciones mejoren no solo la calidad de los materiales empleados en la confección de las prendas, sino también, sin prescindir de conceptos estéticos, convertirlas en más prácticas y operativas.

			Por ello, consideramos de interés el estudio de la uniformidad en cada una de las épocas históricas de la policía, ya que sus cambios de denominación o las modas imperantes en cada momento la han modificado en hechura e incluso color.

			La primera cartilla, amplia y detallada, en la que se describe la uniformidad de la policía, la encontramos en la real orden de 15 de junio de 1887, en la que se establece la uniformidad de los jefes y oficiales del Cuerpo de Seguridad en consonancia con la reglamentada para el Arma de Infantería el año anterior; igualmente se describe la nueva indumentaria a utilizar por clases y guardias.

			Hasta ese momento, tan solo encontramos vagas referencias, unas entresacadas de los concursos de confección de uniformes aparecidos en la Gaceta, y otras, la más, en las páginas de la prensa de la época, todas ellas muy vagas y poco descriptivas. Sin embargo, en esta de 1887 aparecen perfectamente descritos los uniformes tanto para jefes y oficiales como para clases y guardias del Cuerpo de Seguridad.

			A partir de ahora, se hará presente otra constante que ha acompañado a la uniformidad policial a lo largo de los años: su estrecha vinculación con la vestida por el Ejército y, de manera especial, por el Arma de Infantería.

			Esta cartilla estará vigente, con algunas modificaciones de las que hablaremos, hasta el año 1911, en que sufre unos cambios de bastante calado.

			Antes de seguir, señalemos como curiosidad una real orden del Ministerio de la Guerra, de enero de 1886, en que se desautoriza a los oficiales del Cuerpo de Seguridad a utilizar las divisas correspondientes a sus respectivos empleos en el Ejército.

			Desconocemos si se dio cumplimiento al contenido de esta real orden y, en caso de ser así, qué divisas se dispusieron para los mandos de seguridad, aun cuando estamos convencidos que esta prohibición no se llevó a efecto y, de haberlo sido, estaría en vigor exclusivamente hasta la publicación de la Cartilla de Uniformidad de 15 de junio del año siguiente. 

			Sea como fuere, la nueva cartilla entró en vigor para el personal destinado en Madrid, ya que era la única plaza en la que, hasta ese momento, se hallaba desplegado el nuevo Cuerpo de Seguridad.

			Es verdad que, si tenemos en cuenta lo visto hasta ahora y pese a la vaga descripción de la uniformidad vestida por el Cuerpo de Orden Público, las modificaciones en la uniformidad no son de un calado profundo, ya que se mantienen la guerrera y el pantalón negro o azul tina y la teresiana, además del capote ruso; sin embargo, se describen con detalle cada una de las prendas a utilizar por los diferentes empleos en los que queda dividido el cuerpo.

			Primera placa-insignia

			Pese a que tenemos constancia de la existencia de una placa-insignia destinada a identificar al personal del Cuerpo de Vigilancia, reglamentada en 1886, una real orden de 30 de agosto de 1887 previene que los inspectores y agentes del Cuerpo de Vigilancia «vestirán de paisano con traje decente y limpio, según su clase, llevando oculta dentro del chaleco, una medalla de metal blanco, pendiente de una cadena del mismo metal». Dicha medalla llevará en el anverso las armas de España y en el reverso un gallo con la leyenda «Vigilancia Pública», en la parte superior, y la inferior «Inspección», si se trata de inspectores, o el número si se trata de agentes.

			Los inspectores llevarán además en todos los actos en que no interese ocultar su autoridad, un bastón de caña, con puño dorado, trencilla y bellotas verdes, sin mezcla alguna de plata y oro.

			Los delegados de distrito usarán bastón de caña blanca, con puño dorado y trencillas y bellotas verdes, entretejidas con hilos de plata.

			Con relación a la placa-insignia declarada reglamentaria en 1886, poco sabemos, la imagen que poseemos apareció publicada en la contraportada de un número de la revista Policía Española, en fecha que no podemos determinar y creemos que se conservaba en el museo que poseía la Escuela General de Policía, cuando se encontraba ubicada en el número 5 de la calle Miguel Ángel de Madrid.

			La descripción es la siguiente: ovalada, de metal blanco, con la leyenda «Provincia de Madrid. Orden Público», a su alrededor, y en el centro el empleo, en este caso «Agente», y su número.

			La disolución del Cuerpo de Seguridad en 1889

			Un real decreto de 28 de julio de 1889 reorganizó, por razones puramente presupuestarias, el Ministerio de la Gobernación, así como los distintos organismos que lo formaban. 

			La policía no fue ajena a estas reformas que trajeron como consecuencia la disolución del Cuerpo de Seguridad en provincias, heredero de aquel despliegue del Cuerpo de Orden Público del que hablamos y cuya denominación ya había cambiado por la nueva de Cuerpo de Seguridad.

			El decreto es tajante al señalar, en su artículo 6, que «en las provincias restantes —queda excluida Madrid— un solo cuerpo, denominado de Vigilancia, constituirá la Policía Gubernativa».

			De esta forma, tan solo en Madrid perviven los dos Cuerpos, Seguridad y Vigilancia, cuya plantilla es la siguiente:

			Cuerpo de Seguridad: un coronel, un comandante, seis capitanes, 12 tenientes, ocho sargentos primeros, 20 sargentos segundos, 40 cabos primeros, 40 cabos segundos, 210 guardias primeros y 790 guardias segundos.

			Cuerpo de Vigilancia: 10 delegados de distrito, tres inspectores especiales, dos inspectores de primera clase para las estaciones del Norte y Mediodía, un inspector de segunda clase para la estación del ferrocarril del tajo, 10 inspectores de segunda clase para los distritos, dos subinspectores, 10 secretarios de delegación, 90 comisarios de barrio, 20 aspirantes de primera clase a oficial, 97 agentes de primera clase y 246 agentes de segunda clase.

			En cuanto a las provincias, se distinguen de primera, segunda y tercera clase y, en función de esta distinción, se asigna la plantilla de efectivos adscritos a cada una de ellas.

			Son de primera clase: Barcelona; Cádiz, con plantilla también en el Campo de Gibraltar, en Ceuta y en Jerez de la Frontera; La Coruña, con plantilla también en Ferrol; Granada; Málaga; Sevilla y Valencia.

			De segunda clase: Alicante, con plantilla además en Alcoy; Burgos; Córdoba; Murcia, con plantilla también en Cartagena-La Unión; Oviedo; Toledo; Valladolid, con plantilla igualmente en Medina del Campo, y Zaragoza.

			De tercera clase: Álava; Albacete; Teruel; Almería; Segovia; Zamora; Ávila; Castellón; Cuenca; Guadalajara; León; Lugo; Orense; Palencia; Soria; Badajoz; Huelva; Baleares (Palma de Mallorca), con plantilla también en Mahón; Cáceres; Vizcaya; Canarias (Tenerife), con plantillas también en Gran Canaria, Lanzarote y Fuerteventura; Ciudad Real, con plantilla igualmente en Alcázar de San Juan; Gerona, con plantilla en Figueras; Guipúzcoa, con plantilla también en Irún; Huesca; Navarra, Jaén, con plantilla dependiente en Linares; Lérida, con plantilla en Seo de Urgel; Logroño; Pontevedra, con plantilla también en Vigo; Salamanca, con plantilla igualmente en Béjar; Santander y Tarragona, con plantilla también en Reus. 

			En resumen, en la totalidad de las provincias los efectivos de la Policía Gubernativa se constriñen al Cuerpo de Vigilancia, con personal, en distinta cuantía, de los empleos de inspectores de primera, segunda, tercera y cuarta clase; delegados de vigilancia y agentes de primera y segunda clase.

			La falta de un cuerpo uniformado con la finalidad de prestar auxilio al personal encargado de las funciones de investigación obligó a que se crease una Escala de Vigilantes que prestarían servicio de uniforme hasta 1908, cuando el Cuerpo de Seguridad había comenzado nuevamente a desplegarse por todo el territorio nacional.

			La criminalidad en estos años

			El incremento de los índices delictivos no solamente constituye una preocupación para las autoridades policiales actuales; desde siempre, estos incrementos han exigido la adopción de medidas, en algunos casos extraordinarias, para paliar sus efectos, evitando, en la medida que sea posible, que la ciudadanía sufriese sus secuelas.

			Para mejor conocer este grave problema en los años que nos ocupan, recurriremos a una orden de la Dirección General de Seguridad, publicada en la Gaceta de 9 de marzo de 1887, firmada el día anterior por el director general, Cástor Ibáñez de Aldecoa, y dirigida a los gobernadores civiles, con el fin de que se adoptasen las medidas necesarias para disminuir el número de delitos contra las personas. 

			Por su interés la reproducimos casi íntegramente. 

			Los datos referentes a criminalidad que se reciben en este centro directivo acusan por modo cierto que los atentados contra las personas, constitutivos de delitos o faltas, vienen en constante aumento y hacen sentir la necesidad de su pronto remedio. 

			Aparte de otras causas morales que los engendran, son en muchos casos provocados por la embriaguez y el uso indebido de armas prohibidas, que, produciendo la excitación y arrebato consiguientes, proporcionan lamentable facilidad, para satisfacer odiosos rencores y dirimir por la violencia cuestiones pequeñas. 

			Ordenanzas de los municipios y bandos de buen gobierno dictados por las autoridades locales, han tratado en todo tiempo de corregir los efectos del vicio degradante de la embriaguez y del abuso en la expendición de las bebidas. 

			El art. 589 del Código Penal castiga hoy con la multa de cinco a 25 pesetas, a los que en aquel estado ocasionaren perturbación y escándalo; pero esta penalidad es deficiente, no tanto por su poca entidad, como por no ser aplicable a todos los casos que merecen correctivo, si se han de realizar los altos fines que persigue la acción tutelar de los poderes sociales. 

			Las autoridades gubernativas deben llenar este vacío, y pueden lograrlo aplicando con celoso rigor las disposiciones generales existentes y las especiales que adopten, facultados por el art. 22 de la ley provincial. 

			Con el mismo interés debe atenderse a corregir la funesta costumbre, tan generalizada en algunas provincias del Reino, de usar toda clase de armas, hasta en los actos más íntimos de la vida social y de familia. 

			Luego refiere los preceptos legales dictados en diferentes épocas para limitar y evitar, en lo posible, sus inmediatas consecuencias; por ello se dispone la observación y el cumplimiento de las siguientes prevenciones: 

			1.ª  No se permitirá que después de las horas señaladas estén abiertas las tabernas, casas de bebidas y demás establecimientos análogos, ni que sus dueños toleren que en aquellos permanezcan las personas embriagadas. 

			2.ª  Los que en tal estado cometan actos punibles serán castigados con arreglo a la ley. 

			3.ª  Se recogerán las armas, de cualquier clase que sean, a los que las usen sin la competente licencia. 

			4.ª  Los infractores serán puestos, según los casos, a disposición del gobernador, del alcalde o del juez instructor. 

			Las dos primeras bajas del Cuerpo de Seguridad

			A lo largo de nuestra dilatada historia corporativa han sido muchos los hombres y mujeres que, vistiendo el glorioso uniforme de la policía española, dieron su vida por España. Unas veces en viles y criminales atentados terroristas, otras tratando de salvar la vida de ciudadanos que se encontraban en serio peligro y otras en enfrentamientos con delincuentes y malhechores. Una larga lista que exige nuestro permanente recuerdo de respeto y admiración, haciendo buena la frase latina de pro patria mori, eternum vivere.

			Aunque para muchos, la primera baja del Cuerpo de Seguridad es la del guardia Manuel Clarós Domínguez, acaecida en Madrid el 21 de abril de 1906, creemos que hay un error en esta consideración, toda vez que, con anterioridad a esta baja, ya se habían producido otras dos entre los guardias destinados en la capital de España.

			Las dos bajas a las que nos referimos son las siguientes:

			Fallecimiento del guardia Epifanio Rojo Gallego 

			Las vísperas de las Navidades de 1890 se cobraron la vida del guardia primero Epifanio Rojo, con número 249, destinado en Madrid. El hecho tuvo lugar a las cuatro de la tarde del día 18 de diciembre. El guardia se hallaba de servicio en la calle San Bernardo, en su confluencia con la calle Paz. 

			Con dirección a la calle Santo Domingo transitaba un enorme carro cargado de trigo, en ese instante una niña de corta edad trató de cruzar la calle, pero asustada por la inminente llegada del carro quedó bloqueada sin poder moverse. 

			Fue entonces cuando el guardia, advirtiendo el serio peligro que corría la menor, que iba a ser aplastada por el carro, se abalanzó sobre ella logrando separarla, aunque no pudo evitar que el carro lo arrollase causándole la muerte. 

			Este guardia era viudo desde enero de 1887 y padre de dos hijos de corta edad. 

			El sepelio del guardia Epifanio Rojo, que había ingresado en el Cuerpo de Seguridad en febrero de 1884, constituyó una gran demostración de duelo popular, participando en el cortejo un total de 500 guardias francos de servicio. 

			La muerte del guardia Leoncio Esteban Nicolás 

			Los hechos que provocaron la muerte del guardia Leoncio Esteban, destinado en el distrito de Palacio de la capital de España, tuvieron lugar también en Madrid hacia las dos menos cuarto de la madrugada del día 4 de agosto de 1894. Aquella noche, a un local denominado Billares Orientales, sito en el número 3 de la calle Tetuán, frecuentando por gente de baja estofa, concurrió un tal Eusebio Castillo, alias «el Largo», acompañado de otro individuo, un tal José Domínguez Magro, alias «el Guapo»; ambos se sumaron a una timba de cartas en la que la suerte no les fue propicia, lo que motivó, al perder todo el dinero que llevaban, que exigiesen a los ganadores la totalidad del monto, que ascendía a la cantidad de 1.000 pesetas, bajo amenaza de hacer uso de las armas de fuego que portaban. Recogido el dinero, salieron del local, siendo perseguidos por los parroquianos que comenzaron a pedir auxilio a gritos; esta llamada provocó la presencia en el lugar de los hechos de un guardia municipal, quien inició la persecución de «el Largo» por la calle Preciados hasta la Puerta del Sol, donde el delincuente disparó sobre él, alcanzándole en una ingle; entre tanto, el otro individuo, José Domínguez, era perseguido por la calle Carmen por el guardia de seguridad Leoncio Esteban. En un momento de la persecución, «el Guapo», se volvió sobre sus pasos y sin dar tiempo al guardia Esteban a reaccionar hizo fuego sobre él, hiriéndole en el vientre. 

			El guardia, que logró reconocer a su agresor, fue conducido al Hospital de la Princesa, donde falleció al día siguiente, no sin antes contraer matrimonio in articulo mortis con la mujer con quien convivía, Francisca García, de la que tenía cinco hijos. 

			Las últimas referencias al Cuerpo de Orden Público 
en ultramar

			Nos acercamos a los años de liquidación de lo que nos restaba del vasto imperio colonial que había convertido a España en potencia hegemónica del mundo. En estos años últimos del siglo xix, poco quedaba ya de aquello, pese a lo cual todavía manteníamos posesiones en el Caribe (Cuba y Puerto Rico) y en el Extremo Oriente (Filipinas), además de unas islas menores en la Micronesia (las Carolinas y las Marianas).

			

	

Por estas fechas, finales de imperio, tanto en Cuba como en Puerto Rico y Filipinas se encontraba desplegado el Cuerpo de Orden Público que, sin tener vinculación con el de España, sí tenía asumidas las funciones de policía en estos territorios.
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